Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 17 y 41 minutos) 


-La Comisión de Industria, Energía, Comercio, Turismo y Servicios tiene mucho gusto en 
recibir a una delegación de la Asociación de Operadores Postales del Uruguay que solicitó ser recibida 
en el día de hoy. 


SEÑOR MARTÍNEZ (Rubens).- Mi nombre es Rubens Martínez, me acompaña el señor Antonio Prieto 
y venimos en representación de la Asociación de Operadores Postales del Uruguay. 


Ante todo, queremos agradecer a los señores Senadores que nos permitan dar nuestro punto 
de vista sobre este proyecto de ley. Hemos sido avisados de que disponemos de quince minutos para 
exponer, de manera tal que seremos breves; básicamente vamos a decir lo que está resumido en el 
memorándum que hemos traído y que podemos dejar a los señores Senadores. La Asociación de 
Operadores Postales del Uruguay representa a la actividad postal desde hace casi treinta años y las 
empresas que estamos agrupadas allí en este momento atendemos aproximadamente al 50% del 
mercado postal del Uruguay. Entendemos que nuestras infraestructuras agregadas cumplen 
prácticamente con uno de los propósitos de este proyecto de ley: la prestación del Servicio Postal 
Universal. Tenemos centenares de destinos, ubicaciones y vehículos dedicados a esto y empleamos a 
miles de trabajadores. A esto se puede agregar que desde el origen y a través de diversos 
mecanismos, como aplicación de franqueos, timbres postales, tasas, etcétera, hemos colaborado 
económicamente con la prestación del Servicio Postal Universal que lleva a cabo el Correo Nacional, 
en parte financiado por nuestro aporte. 


Nos hubiera gustado tener un poco más de tiempo de participación en la elaboración de este 
proyecto de ley, habida cuenta de nuestra experiencia y la importancia que creemos tener. No se 
puede atender el 50% del mercado nacional sin haber tenido un desarrollo importante en experiencia, 
inversión en infraestructura, tecnología, desarrollo de recursos humanos, etcétera. En definitiva, 
creemos tener algo para aportar y esperamos seguir teniéndolo. Esto somos nosotros. 


Con respecto a los comentarios que queremos hacer a partir de la lectura del proyecto de ley, 
mencionaremos solamente los más importantes. Ante todo y en la medida en que en dicha iniciativa se 
genera un impuesto, una tasa, nos parece que no se define bien cuál es la materia gravada, cuál es el 
sujeto pasivo. Si uno observa el proyecto de ley -incluso esto proviene de normas anteriores- parecería 
que se define al producto postal como aquella cosa que procesa un operador postal y se dice que el 
operador postal es aquella persona que procesa productos postales. Hasta podría pensarse que si un 
operador postal transporta un litro de agua debe pagar una tasa postal y si alguien que no es tal 
transporta una carta no debe pagarla. 


Creo que cuando se crea un impuesto que grava el procesamiento de un producto hay que 
definir el producto por su esencia. A pesar de que hay una lista de definiciones, eso no está claro en el 
proyecto de ley. El producto postal es lo que maneja un operador postal pero, ¿qué es un producto 
postal o un operador postal? En realidad, hay un decreto que se refiere a la resolución de un Consejo 
de Salarios en el que algo se dice acerca de qué es un producto postal. Allí se expresa que “Se 
considera correspondencia: la pieza postal individualizada y de carácter privado entre el emisor y el 
destinatario, cerrada o protegida de forma tal que asegure la no visualización externa de la información 
contenida, y que si fuere violentada evidencie los perjuicios de la seguridad, inviolabilidad y respeto del 
secreto postal”. Tal vez esta no sea una definición perfecta, pero por lo menos trata de ir a la esencia 
de lo que es un producto postal. 


Si esto no se define claramente -luego nos vamos a referir a algunos de los aspectos que más 
nos preocupan- se estará ayudando a la informalidad y a la evasión a la hora de aplicar la tasa. Por 
ejemplo, en la iniciativa no se dice cuál es la sanción a aplicar a quien transporta un producto postal y 
no es un operador postal; se dice que no se lo puede transportar, pero no se estipula una sanción. 
Incluso, hay muchos actores que transportan productos postales y al no aparecer como operadores 
postales no pagan los impuestos que como tales tienen que pagar. En la medida en que hay un 


impuesto, la definición de la materia gravada o del acto gravado debe ser muy clara, pero en este 
proyecto de ley -lo digo con todo respeto- no lo está. 


SEÑOR ABREU.- Si no me equivoco, usted se refiere al hecho generador. 
SEÑOR MARTÍNEZ (Rubens).- Exactamente, señor Senador. 


Pensamos que existe una especie de círculo vicioso entre lo que es un producto postal y un 
operador postal. ¿Qué es un producto postal? Lo que mueve un operador postal. ¿Qué es un operador 
postal? Es el que mueve un producto postal. Entonces, ¿qué es? 


Advertimos que los operadores postales estaríamos inhibidos de tercerizar parte de nuestras 
funciones y pensamos que no debería ser así. Es imprescindible tercerizar, claro está, en la medida en 
que se realice correctamente, a través de una persona jurídica identificada que pague los impuestos 
correspondientes. Todas las empresas estamos tercerizando parte de nuestra actividad y si la idea es 
dejar de hacerlo, casi que se destruirían las estructuras que hoy tenemos montadas. En la norma se 
dice que se debe trabajar solo con empleados, pero creemos entender que se alude a empleados o a 
personas jurídicas contratadas especialmente para determinados procesos, por supuesto, en la medida 
en que el operador postal mantenga la responsabilidad del proceso y pague los tributos 
correspondientes. Desde el punto de vista práctico, es imposible inhibirnos de tercerizar parte de los 
procesos. 


Se dice que si existe un acuerdo, un operador postal podría usar la red de otro. Ponerse de 
acuerdo implica que a través del pago de un precio, la infraestructura de uno se pone al servicio del 
otro; se dice también que si no hay acuerdo entre las partes, la Ursec laudaría respecto del precio. Por 
supuesto que no estamos de acuerdo con eso. Que la infraestructura de cualquiera de nosotros tenga 
que ser puesta al servicio de un competidor, con un precio fijado por un órgano administrativo del 
Estado, no tiene precedentes y para nosotros tampoco tiene sentido. Cada uno es dueño de su 
infraestructura, de sus recursos y de vender o no; otra cosa daría lugar a cualquier tipo de arbitrariedad 
o irregularidad porque un funcionario del Estado sería el que me estaría diciendo que estoy obligado a 
vender algo a un tercero que eventualmente puede ser un competidor mío. Nosotros observamos este 
aspecto. 


Me quiero referir también al nivel de informalidad, que es lo que más nos preocupa. Las 
empresas que están agrupadas en nuestra Asociación están en una situación de desventaja 
competitiva con respecto al Correo Nacional -de hecho, hay una transferencia de recursos de uno a 
otro- pero lo más grave es que lucha contra un montón de entidades o empresas que trabajan en la 
informalidad. Y en este sentido quiero recordar que la tasa que se paga es muy relevante respecto del 
peso. Por ejemplo, el transporte de una carta se vende en $ 9 o $ 10 y la tasa postal es de $ 3,36, por 
lo que estamos hablando de que entre el 30% y el 40% del precio tiene que ver con este impuesto 
específico, además de todos los otros impuestos que pagamos, como el IVA, el Irae, etcétera. Ese 
impuesto lo recauda la Ursec basándose en la declaración que hacemos nosotros, ya que esta Unidad 
no tiene cuerpo inspectivo para controlarlo; cada cual declara lo que quiere. Así vemos que en una 
actividad comercial en la que la mano de obra representa un factor casi excluyente y los laudos indican 
que la carta se debe pagar alrededor de $ 5, se venden cartas a $ 6 o $ 7, lo que es imposible lograr a 
no ser que no se cobre la tasa postal y se evadan otras cosas. Entonces, habida cuenta de la especial 
carga fiscal que tiene esta actividad -que además se determina por una simple declaración jurada, 
como en el caso del Impuesto al Valor Agregado- creemos que debería haber una forma de 
fiscalización o control para que esto no suceda, pero no la hay. Es más, en el caso de quienes ni 
siquiera se registran como operadores postales, no existe todo esto. Hemos visto que en esta iniciativa 
hay normas que tienden al combate de la informalidad; las saludamos y queremos que sean lo más 
prácticas y eficientes posible, y quiero agregar que de todo lo que vamos a señalar, esto es lo que más 
nos importa. 


Por otra parte, queremos hacer una sugerencia que quizás pueda resultar un poco audaz y 
sobre la que no hay antecedentes. Por un lado, se quiere que todo el país de alguna manera tenga un 
servicio postal eficiente, y por otro, tenemos un sector privado que compite con el Correo nacional -con 
una participación en el mercado equivalente o similar- y, además, existe un importante problema de 
informalidad que creo que ustedes conocen porque en la iniciativa se recogen cosas importantes 


vinculadas a esto, como por ejemplo la responsabilidad subsidiaria para quienes contraten de mala fe, 
y nosotros nos atreveríamos a agregar “subsidiaria, solidaria y fuera de toda condición” para que 
efectivamente haya un control por parte del consumidor respecto a este problema. Pero no es el único 
caso en el que el Estado ofrece servicios similares a los de la actividad privada, también en situaciones 
que en su momento tuvieron condiciones de informalidad importante como por ejemplo en el área de la 
seguridad. El Estado todavía ofrece a través del Servicio 222 un servicio de seguridad igual al de las 
empresas privadas. El Servicio 222 tiene un precio que si bien no obliga a ningún privado, es una 
especie de referencia para visualizar fácilmente los niveles de informalidad. 


Ahora bien, el envío de una carta es casi un commodity. Una carta entregada bajo puerta es 
un producto básico y a lo sumo las diferencias que ponen las empresas o el Correo nacional, en el 
mayor de los casos, es en relación a las distancias pero, a veces, ni siquiera eso. ¿Por qué no se 
maneja un precio de referencia que no obligue a nadie? Es decir, sabemos que el Correo nacional, 
que cumple el Servicio Postal Universal, por mandar una carta de Montevideo a Rivera cobra $ 12. 
Entonces, ¿por qué no se establece esa cantidad? De esta manera, si alguien la envía a $ 6, quedaría 
claro que está pasando algo. Además, hay antecedentes. Puede parecer una propuesta audaz, pero no 
debería suceder que este tipo de servicio quede liberado. 


Otro tema relacionado con este, para el que no encontramos fundamento, es que el Correo 
nacional no cobre la tasa postal -es decir, está exento de trasladarla- y que no esté gravado con el 
Impuesto al Valor Agregado. Creemos que eso está bien si pensamos que debemos facilitarle el 
servicio a una señora -la famosa doña María que todos ponemos como ejemplo- que tiene que mandar 
una carta a Montevideo. Pero el Correo nacional presta el servicio a corporaciones con fines de lucro. 
Los grandes clientes del servicio postal son los bancos, las entidades financieras o las compañías 
telefónicas, que lo contratan para el envío de cien, doscientas o trescientas mil cartas mensuales. 
Además, este servicio lo cobran. Todos los que recibimos un resumen de cuenta de un banco sabemos 
que el envío cuesta aproximadamente $ 30. Entonces, ¿qué sentido tiene que a ese consumidor el 
Correo no le cobre la tasa postal? Creo que aquí el Estado está dejando de recaudar cuando 
claramente parte de los objetivos de este proyecto de ley es recaudar. Más aún, está distorsionando 
expresamente la sana competencia con las empresas que actúan en la formalidad. Es decir, si 
quisiéramos competir con el Correo nacional, frente a una corporación financiera con fines de lucro 
tenemos una diferencia de $ 3,50. Esos $ 3,50, que van de un lado para el otro -porque sale de un 
bolsillo y entra en el otro- en total son $ 7 a favor de una corporación, uno de cuyos insumos es enviar 
el resumen de cuenta, cosa que hace para obtener el beneficio de vender una tarjeta de crédito o lo 
que sea. 


SEÑOR PRIETO.- Nosotros no estamos en desacuerdo con subvencionar la carta de quien realmente 
necesita enviarla. Pero me gusta citar ejemplos, y como estoy involucrado, voy a referir al caso 
siguiente. Un Banco de plaza tiene 120.000 tarjetas, lo que implica que todos los meses debe distribuir 
esa misma cantidad de resúmenes de cuenta. El banco cobra $ 33 al destinatario, pero a él ese 
resumen de cuenta, entre papel, impresión, sobre y distribución, le cuesta $ 18. Quiere decir que con 
ese envío está ganando $ 15. Es un negocio; por tanto, está bien. Pero, el banco se pregunta: 
“¿Dónde tenemos competencia? En Montevideo, Canelones, Maldonado, Colonia, Salto y Paysandú. 
Bueno, en estos departamentos contrato tal operador privado. ¿Dónde no tengo competencia? En 
Rocha, Treinta y Tres y Cerro Largo. Acá contrato al Correo”. Entonces, además de esos $ 15, 
aumenta la ganancia. Esto no puede considerarse Servicio Postal Universal, porque el Banco está 
haciendo uso y abuso de la posibilidad que hasta ahora tiene -y espero que en esta ley se corrija- de 
dirigirse hacia dónde le conviene, lo que depende de si debe pagar tasa postal e IVA o no. Ha llegado a 
pensar cuáles son los clientes que le van a reclamar, que son los de la costa: Parque Rodó, Punta 
Carretas, Pocitos, Malvín, Buceo y Carrasco. Entonces, la correspondencia de la zona de avenida Italia 
hacia el norte se la adjudica al Correo -porque es una población de nivel medio bajo y si reclama no 
pasa nada- y cuida al resto, aumentando así sus ganancias. 


En este caso tenemos dos problemas. Por un lado, hay entidades comerciales muy poderosas 
que usan y abusan del no pago de tasa postal e IVA en beneficio propio, y, por otro, está el problema 
de que en algún momento un abogado va a encontrar que hay una iniquidad y van a empezar a 
aparecer juicios millonarios, porque no puede ser que para exactamente el mismo servicio a un 
Operador se le exija que pague estos impuestos y a otro no. 


Nosotros deseamos que esta situación se corrija en esta ley, porque estamos en manos de 
empresas económicamente muy poderosas, que hacen uso y abuso de esta posibilidad. Hay que tener 
en cuenta que estamos hablando de cifras millonarias en el año. Solo por dejar de pagar los $ 3,36 y el 
IVA, un cliente mío tiene una ganancia de US$ 981.818 por año, es decir, casi US$ 1:000.000. 


Nuestra intención es aprovechar el momento en que se apruebe esta ley para corregir todas 
estas situaciones y seguir colaborando. No estamos diciendo que no queremos pagar la tasa postal, el 
IVA, el IRAE ni el resto de los impuestos. La idea es acompañar a esa señora que se puso de ejemplo, 
que puede vivir en Minas de Corrales y quiere enviarle una carta a la nieta que está estudiando en 
Montevideo. 


SEÑOR MARTÍNEZ (Rubens).- Creemos que lo que hemos expresado hasta ahora es lo más 
importante y que está alineado con el espíritu del proyecto, es decir, nos parece que lo mejora en sus 
propósitos fundamentales, si ellos son recaudar donde se puede y apoyar o financiar los servicios a 
quien los debe tener y no puede pagarlos enteramente. 


Vamos a resumir ahora algunas cuestiones operativas. La primera de ellas es la posibilidad de 
subcontratar con cualquier otro tipo de empresa libremente, cumpliendo, por supuesto, con la 
normativa. 


Otro elemento es definir la materia gravada. Reitero que nosotros vamos a pagar los 
impuestos; lo que queremos es que quede claramente definido para que no se pague por lo que no se 
debe y para que se pague por lo que se debe. 


Pedimos la creación de mecanismos que sabemos que todavía no existen -y no vemos que la 
ley los cree- para el control de la informalidad. En ese sentido ofrecemos nuestra humilde ayuda en lo 
atinente al proceso de reglamentación de la ley, porque es una preocupación importante y no nueva. 


Además, creemos que el hecho de que se establezca una diferencia contribuye a la 
informalidad, beneficia a quien no corresponde y perjudica al Estado, que debe recaudar para cumplir 
fines sociales. No creo que se considere que esto tenga como objetivo distorsionar la competencia en 
el sentido de favorecer al Estado frente a los privados; estamos seguros de que no es así. Entonces, 
deberíamos eliminarlo, sobre todo cuando estamos hablando de un sector privado que atiende la mitad 
del mercado. 


Estos son los aspectos fundamentales. Hay otros que voy a mencionar rápidamente, porque 
son de menor importancia, y los hemos resumido. 


El proyecto dice que la Ursec va a determinar cuáles son las condiciones que deben cumplirse 
para ser un operador postal, es decir, para obtener una licencia. Si vamos por el camino de que 
realmente sean operadores quienes cumplan con todas las formalidades y además tengan cierto nivel 
de solvencia en su infraestructura, en sus recursos y demás, pensamos que dentro de la ley debería 
llegarse lo más posible a determinar las condiciones que debe cumplir una empresa para ser 
considerada operador postal. Entendemos que con esto se aumenta el nivel de exigencia o, por lo 
menos, no deja que este nivel disminuya demasiado como consecuencia de resoluciones 
administrativas futuras. Esto va en el sentido de lo que ya hemos dicho. 


Por otro lado, se nos presentan algunas dudas. En la definición de “Persona Jurídica 
Habilitada” nos damos cuenta de cuál es el sentido de algunos aspectos pero, a veces, la redacción 
nos deja dudas en el sentido de si puede ser alguien en quien tercericemos parte de la actividad, con 
lo que, por ejemplo, no preguntamos si no estaríamos pagando doblemente la tasa. Nos da la 
impresión de que la definición de persona jurídica habilitada es para aquellas entidades de magnitud 
que están haciendo su propio servicio de correo, al que se le aplica un impuesto o tasa. La definición 
parece muy amplia. Según el espíritu de la disposición, no sería una persona jurídica habilitada por el 
hecho de que tercerice la entrega de una carta en un local en el interior, pero si nos atenemos a lo que 
nos parece que dice la letra de la ley, sí lo sería, con lo que allí estaríamos en un problema de doble 
imposición. 


Parecido a eso -en donde creemos que claramente hay un error- se dice que la tasa la pagan 
los usuarios. Á su vez, se dice que los usuarios son quienes envían y reciben. Entonces, ¿la tasa se 
paga dos veces? Aquí siempre hay dos usuarios. Alguien la tiene que pagar, pero esto tiene que ver 
con la no muy clara definición de la materia gravada, del hecho gravado y, por tanto, sujeto pasivo. 


Por otra parte, no encuentro sentido en el hecho de que una entidad que no tiene ningún tipo 
de subsidio tenga que llevar una contabilidad separada. Está bien que se establezca -además, hay 
antecedentes- que cualquier entidad que tiene un subsidio, por la razón que sea, no puede utilizar 
subsidios cruzados, es decir, si me subsidian para una cosa, no puedo utilizar eso para competir 
deslealmente. Está bien; lo apoyamos, por supuesto. Pero si una empresa no tiene ningún subsidio 
¿por qué tiene que llevar dos contabilidades si realiza dos o diez tipos de actividad? No tiene objeto; va 
a pagar los impuestos de todas formas. Tampoco comprendemos bien qué es una contabilidad 
separada porque hay empresas que tienen muchas actividades y artículos de venta. Hay empresas 
que están gravadas con una tasa de IVA, con otra tasa de IVA menor o con tasa cero, pero eso no 
implica que lleve contabilidades separadas, simplemente contabiliza sus ventas en distintos rubros de 
acuerdo con el impuesto que pagan. 


Quisiera referirme a un elemento algo menor: imaginamos que cuando el texto se refiere a los 
derechos de los usuarios que reciben indemnizaciones por determinadas fallas de un operador postal, 
por un lado se habla de robo y, por otro, de la fuerza mayor. Nos imaginamos que si un mensajero es 
robado, esto significa claramente que se trata de un caso de fuerza mayor, lo que implicaría que el 
usuario tenga derecho a ser indemnizado, más allá de todos los derechos que pueda tener contra la 
empresa si de algún modo fue negligente. 


Finalmente, reitero algo que dije: esto a nosotros nos importa mucho. Como los señores 
Senadores ya vieron, salvo en lo que tiene que ver con esta desigualdad que vemos en relación a la 
aplicación de tasas e impuestos, todo lo que hemos dicho tiene relación con la intención de apoyar el 
servicio y que este se cumpla dentro de la mayor formalidad. Por lo tanto, no nos estamos oponiendo 
a nada sustancial de este proyecto de ley. 


Termino diciendo lo que mencioné al principio: nos hubiera gustado colaborar en la 
elaboración de este proyecto de ley. Sabemos que la próxima etapa, luego de su aprobación, es la de 
preparar la reglamentación, para la cual ofrecemos nuestra colaboración. Es más, creemos que en un 
servicio público que requiere la creación de una normativa específica de esta importancia y estando en 
un 50% a cargo de entidades privadas, debería existir algún modo de coordinación entre esas 
actividades -tal como existe en muchos otros ámbitos de la economía en los cuales los operadores 
privados estamos representados- a los efectos de poder colaborar. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿El memorándum que nos va a dejar contiene los artículos que quieren 
modificar? 


SEÑOR MARTÍNEZ (Rubens).- No, señor Presidente. Allí figura básicamente lo que he señalado; no le 
di el formato de articulado, pero de todas maneras puedo hacerlo y enviárselo con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se lo agradeceríamos. 


Quiero que quede claro que la Comisión recibe a todas las delegaciones que solicitan 
audiencia, pero ustedes la pidieron cuando el proyecto se estaba terminando de elaborar. 


SEÑOR MARTÍNEZ (Rubens).- Sucede que recién en ese momento tuvimos conocimiento de él. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Son cosas que suelen pasar, incluso en las mejores familias. 


De todos modos, vamos a tener en cuenta el planteamiento que nos han hecho, pero les 
sugiero que cuando el proyecto pase a consideración de la Cámara de Representantes pidan ser 
recibidos de inmediato de manera que puedan disponer de tiempo como para expresar sus opiniones. 
Sin perjuicio de ello, si nos pueden enviar las modificaciones que pretenden hacer a los artículos, no 
tenemos inconvenientes en analizarlas. 


SEÑOR ABREU.- Más allá de una visión empresarial o de conveniencia, hay un tema de fondo: el 
análisis del principio de igualdad tributario y su alcance. Me llama a reflexión y me preocupa alguna 
afirmación que no solo desde el punto de vista legal sino también desde el punto de vista 
constitucional, contiene un elemento de resguardo que puede mostrar cierta fragilidad de la norma una 
vez que sea aplicada. Creo que la exposición que se ha hecho tiene, básicamente, una visión tributaria, 
más allá de los aspectos empresariales, en lo que tiene que ver con la identificación del sujeto pasivo, 
del hecho generador, pero en este caso también hay una discriminación -por decirlo de alguna manera- 
un tratamiento desigual a distintos sujetos pasivos que podría terminar afectando el principio de 
igualdad tributaria, y este no es un tema menor. 


Simplemente quería preguntar si ustedes están insistiendo en ese aspecto por la posibilidad 
que se le da al administrado, a la empresa o a quien tiene afectado su derecho de interés legítimo y 
directo de poder regularizar un recurso de carácter administrativo que, a su vez, es un reclamo legal y 
constitucional en el ámbito tributario. 


SEÑOR MARTÍNEZ (Rubens).- Efectivamente, así es. Digamos que limitamos nuestra aspiración de 
superar ese problema que nos afecta a las entidades con fines de lucro y asumimos que quizá 
tengamos que tener esa desigualdad respecto al público que no envía o recibe una carta solo porque 
desea comunicarse, sino como parte de una actividad comercial. Es más, no solo admitimos que existe 
esa desigualdad sino que también contribuimos para que eso sea posible; lo vamos a hacer con 
respecto a esta ley y lo hemos hecho desde que existe la actividad postal privada. Quizás esa 
desigualdad pueda justificarse en virtud de algún fin social, pero no tiene sentido que exista cuando 
estamos hablando de negocios y cuando quien compra es una entidad con fines de lucro, con la que 
competimos. Entonces, tenemos una competencia clara con una empresa que cumple un servicio -el 
servicio puede ser universal- pero además actúa en un mercado comercial y por cada carta que envía 
recibe un subsidio de parte de la actividad privada, que no está trasladando ese mismo impuesto al 
consumidor, aun cuando tenga fines de lucro. Me parece que eso es malo por todos lados, incluso para 
el propio Estado, porque se pierde de recaudar cuando podría hacerlo. 


SEÑOR PRIETO.- Contestando al señor Senador Abreu, quiero agregar que en realidad históricamente 
hemos aportado a la tasa postal -en todos los diferentes nombres que tuvo- y que no estamos en 
desacuerdo con no seguir haciéndolo, pero no entendemos que ese operador designado, que el Correo 
nacional, -con el que nosotros colaboramos para que pueda llevar esa carta, por ejemplo, a Minas de 
Corrales- permita que empresas comerciales muy fuertes abusen de esa exoneración y compartan con 
un operador privado y con el Correo nacional la distribución de su correspondencia y la puedan dirigir 
hacia donde mejor les convenga, a efectos de obtener una ganancia extra, que es casi ilegal. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Es un operador informal. 
SEÑOR PRIETO.- No. 

SEÑOR ABREU.- Es competencia desleal. 
SEÑOR PRIETO.- Claro. 


Un operador privado puede tener de cliente a la entidad financiera que sea -como una 
emisora de tarjeta de crédito- pero esta también tiene al Correo como empresa de distribución. Es decir 
que tiene dos categorías y se aprovecha de la situación donde paga menos impuestos. Por eso 
entendemos que quien tiene un domicilio fiscal constituido y tiene número de RUT es una empresa 
comercial con fines de lucro, que debe pagar el IVA y la tasa postal correspondiente para dirigir su 
correspondencia, porque ya obtuvo su ganancia, como lo demostré. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión quisiera saber de qué manera debemos modificar la ley para 
resolver ese tema. 


SEÑOR PRIETO.- Simplemente agregando que quien distribuye la carta tiene RUT y tiene domicilio 
fiscal y por tanto tiene que pagar. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Sería importante contar con un texto aditivo. 
SEÑOR MARTÍNEZ (Rubens).- Sí, señor Presidente, con mucho gusto lo vamos a hacer. 


Esto es muy grave, por lo que mencionó el señor Senador Abreu. Además, insisto, es un 
incentivo para la informalidad porque si me quiero liberar de esa distorsión, lo que tengo que hacer es 
no pagar la tasa postal y es muy fácil no hacerlo. La puedo cobrar, la rebajo de mi precio y me la 
apropio. Es lo que sucede; es la realidad. Entonces, es malo y promueve lo malo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Les agradecería que, si es posible, enviaran esta semana el texto 
correspondiente, porque nos ayudaría a corregir el artículo. 


La Comisión agradece la presencia de los señores Martínez y Prieto. 
(Se retiran de Sala los representantes de la Asociación de Operadores 
Postales del Uruguay) 
(Ingresan a Sala el Director Nacional de Telecomunicaciones y 


Servicios de Conexión Audiovisual del Ministerio de Industria, Energía y Minería, ingeniero Sergio De 
Cola y asesores) 


-La Comisión de Industria, Energía, Comercio, Turismo y Servicios tiene mucho gusto en 
recibir a esta amplia delegación para analizar el proyecto de ley sobre las actividades postales. 


Quiero adelantarles que no me ha parecido menor la exposición que recién nos hicieron los 
representantes del sector privado; de todas maneras, no vamos a poner sobre la mesa el tema 
analizado en esa instancia. Además, me gustaría que ustedes leyeran la versión taquigráfica y el 
memorándum que nos entregaron para que nos hagan saber lo que entiendan conveniente modificar. 


Por tanto, comenzaríamos a analizar artículo por artículo del proyecto comparativo que en 
su momento nos hicieron llegar. 


Tengo en mi poder una lista de artículos que el señor Senador Bordaberry no va a votar, pero 
como quiere estar presente para su consideración los voy a ir aplazando. 


Entonces, comenzaremos a trabajar con la versión proveniente de Dinatel y sus 
modificaciones. 


SEÑOR ABREU..- Señor Presidente: está muy bien que uno de los miembros de la Comisión se retire y 
deje planteadas sus observaciones sobre algunos artículos, pero quiero consultar sobre la metodología 
que se aplicará. Quisiera saber si se volverán a considerar las observaciones de algún Senador. 


SEÑOR PRESIDENTE.- No, señor Senador. La idea es comenzar a votar artículo por artículo. 
SEÑOR ABREU.- Entonces, ¿se considera que el Senador dejó su voto negativo? 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Mesa va a desglosar la consideración de los artículos que el Senador 
Bordaberry cuestionó; esperaremos a que vuelva de la Comisión de Medio Ambiente y, si lo entiende 
necesario, que fundamente su negativa para luego proceder a la votación correspondiente. 


SEÑOR ABREU.- No estoy de acuerdo con esa metodología. Me gustaría discutir el proyecto de ley 
con la presencia de todos los señores Senadores, sobre todo, porque nos han llegado algunas 


observaciones adicionales que me parece que tienen que ver con cuestiones de fondo. Comprendo la 
celeridad... 


SEÑOR PRESIDENTE.- Lo voy a decir con toda franqueza: tenemos por delante la Rendición de 
Cuentas, por lo que es necesario aprobar este proyecto de ley cuanto antes. Quiero recordar que la 
semana pasada, al no poder participar algunos Senadores de la oposición, tuve el gesto de suspender 
la sesión. Lo que pretendo es avanzar todo lo que sea posible; no puedo restringir a ningún Senador el 
derecho al uso de la palabra, así como tampoco que plantee una propuesta metodológica que 
considere más conveniente, pero la escucharé con mucho gusto. 


SEÑOR ABREU.- Lo que propongo es una sesión extraordinaria de la Comisión a la que puedan 
concurrir todos los señores Senadores que la integran y, entonces, podremos discutir todos estos 
aspectos. Me parece que desglosar esos artículos también implica convocar a una reunión adicional. 


SEÑOR PRESIDENTE.- No, señor Senador Abreu. El señor Senador Bordaberry está en la Comisión 
de Medio Ambiente y va a volver a fundamentar su postura, lo que quiere decir que esos artículos 
desglosados los vamos a considerar hoy. 


Quiero decir, para hablar claro... 
SEÑOR ABREU.- Estamos hablando claro. 
SEÑOR PRESIDENTE.- No, me refiero a hablar claro en mi exposición. 


Si los elementos que hoy ha traído el sector privado para su estudio merecen la 
consideración de modificaciones por parte de los delegados presentes, no tendría ningún 
inconveniente en convocar a una reunión extraordinaria. 


De manera que, si es posible, empezaríamos a considerar artículo por artículo. 
Léase el artículo 1%, del Capítulo I, Objeto, Principios y Ámbito de la Ley. 
(Se lee:) 


“Artículo 1. Objeto. La presente Ley establece el régimen general de las actividades postales, 
con la finalidad que el Estado garantice el cumplimiento de sus obligaciones de prestación de los 
servicios postales básicos a la sociedad, asegurando el goce de los derechos de los Usuarios, 
protegiendo el desarrollo del mercado formal, de manera tal que el sector postal contribuya al 
crecimiento y desarrollo del país.” 


En consideración. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

-4 en 4. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

Léase el artículo 2. 
(Se lee:) 


“Artículo 2. Principios Generales. Sin perjuicio de la plena aplicabilidad de los principios 
constitucionales y legales vigentes en la materia, el Estado velará por la prestación eficaz, eficiente, 
regular, oportuna y con calidad del servicio postal, en tanto servicio público nacional. Particularmente: 


Sumplirá la obligación de prestar el Servicio Postal Universal (SPU) asegurando su alcance a todas las 
personas en términos de accesibilidad, calidad y asequibilidad. 


/elará por la protección del medioambiente en la implementación de las actividades postales. 


Garantizará la adecuada protección de los derechos de los Usuarios, en particular el derecho a la 
información e inviolabilidad de la correspondencia. 


Promoverá la competencia sujeta a regulación en la prestación del servicio postal, exceptuando las 
limitaciones establecidas por ley por razones de interés general; evitando el abuso de posición 
dominante, así como toda práctica, conducta o recomendación, individual o concertada, que tenga por 
efecto u objeto, restringir, limitar, obstaculizar, distorsionar o impedir la competencia actual o futura en 
el mercado de los servicios postales. 


Se considerarán prácticas prohibidas, aquellas que atentan contra la competencia, enumeradas en 
el Art. 4 de la Ley N* 18.159 de 20 de julio de 2007. A los efectos de la aplicación de la mencionada 
Ley, los términos competencia y concurrencia se entenderán como sinónimos. 


E. Fomentará niveles óptimos de inversión en las condiciones que fije la regulación sectorial. 


F. Asegurará la libre elección de los Usuarios entre los distintos Operadores Postales, en base 
a información pública, clara y veraz. 


G. Sancionará el incumplimiento de la normativa vigente, mediante intervención de la Unidad 
Reguladora de Servicios de Comunicaciones (URSEC?. 


-En consideración. 


SEÑOR ABREU.- Tengo una duda en las calificaciones que se hacen en el literal A. respecto a la 
obligación de prestar el Servicio Postal Universal. Compartimos el objetivo en cuanto a que el Servicio 
alcance “a todas las personas”, pero creemos que la “accesibilidad, calidad y asequibilidad” son 
características que quizás pueden ser interpretadas de forma subjetivamente distinta. Personalmente 
me parece que es suficiente con asegurar la obligación de prestar el Servicio y el alcance a todas las 
personas en la medida en que después la reglamentación puede establecer cuáles son los criterios 
dentro de los que se puede manejar ese alcance. No obstante, me resultan difíciles de entender los 
conceptos de accesibilidad, calidad y asequibilidad, más allá de que obviamente deben tener su 
fundamento. 


Por otro lado, no me gusta mucho la expresión “velará” que se emplea en el artículo 2”, 
porque me parece que en lugar de “velar” para que las cosas anden bien, se estaría algo así como 
enterrando la actividad. Creo que “velar” significa tener una visión un tanto alerta o por lo menos 
ejercer un control. Me gustaría saber qué palabra similar desde el punto de vista jurídico nos podría 
sugerir la asesoría jurídica. 


Por su parte, tal como expresaron quienes recién nos visitaron, el literal D. está vinculado con 
“la prestación del servicio postal, exceptuando las limitaciones establecidas” respecto de las 
competencias. Hay una observación respecto de la eventual violación de la competencia por parte del 
Servicio Postal nacional que exonera del pago a determinadas corporaciones en función de lo que 
elige el propio cliente para contratar. No es un tema sencillo pero sí está ejemplificado con bastante 
claridad. 


La promoción de la competencia, que es el centro de la observación que hacían los visitantes, 
está exceptuada por las limitaciones establecidas por la ley “por razones de interés general”. Pero en 
este literal D. no se están contemplando -por eso quería dejarlo pendiente hasta realizar la consulta 
desde el punto de vista tributario- las circunstancias de hecho que pueden surgir en la realidad y que 
pueden dar lugar a un reclamo de competencia desleal o, incluso, de violación del principio de igualdad 
ante la ley tributaria. 


Dejo una luz amarilla prendida con respecto a este literal D. pues debemos pensar si de esta 
forma no estaríamos creando, aun con buena intención, las condiciones para que eventualmente surja 
un cuestionamiento en el ámbito de la competencia o incluso en el constitucional. 


Hago esta reflexión porque precisamente esa fue la preocupación que dejaron planteada los 
visitantes que recibimos anteriormente. 


SEÑOR DE COLA.- Con la referencia a la “accesibilidad, calidad y asequibilidad” del inciso A de 
alguna forma se pretende caracterizar que no se trata de cualquier servicio sino de uno que tenga las 
condiciones de calidad y de asequibilidad para que sea efectivamente utilizable por la población. 
Nosotros pensamos -y aclaro que esto viene de la redacción originalmente enviada- que es mejor 
incluir esos términos para dar las pautas de cuáles son las cosas que deben ser tenidas en cuenta y, 
luego, en la reglamentación, se fijarán los criterios para establecer estas condiciones. La Ursec será la 
encargada de velar para que la Administración Nacional de Correos cumpla con los términos y 
condiciones establecidos en la reglamentación. Personalmente, creo que sería pertinente mantener 
estos criterios que son los que deben guiar la reglamentación. 


SEÑOR ABREU.- Quiero preguntar que se quiere decir con “asequibilidad”. 


SEÑOR DE COLA.- Que económicamente se pueda cubrir por la mayor parte de la población; que sea 
asequible significa que sea accesible en precio, en costos. 


Con respecto al término “velará”, quiero decir que lo discutimos cuando se consideró por 
primera vez en esta Comisión y entendimos que era el mejor término para emplear en este caso. Se 
interpretó el “velar” como el objetivo perseguido por el Estado respecto a la protección del 
medioambiente. Ahora bien, si se considera pertinente, estamos dispuestos a buscar un sinónimo 
jurídicamente aplicable teniendo en cuenta, además, que hay varios abogados presentes en Sala. 


SEÑOR JUBÍN.- El término que figuraba antes en el texto era “asegurará” pero el grupo técnico 
entendió que era demasiado exigente que el Estado asegurara la protección del medioambiente. Por 
eso preferimos el término “velará” en el sentido de una vela de armas, es decir, de una actitud de 
expectativa, atenta a la protección del medioambiente. 


SEÑOR ABREU.- Si no me equivoco, el artículo 2% no se refiere exclusivamente al medioambiente sino 
también a la prestación eficaz, eficiente y oportuna del servicio postal y ese es el centro de lo que el 
Estado vela. Desde el punto de vista del Derecho, me surge la duda acerca de cuál es el grado de 
responsabilidad del Estado cuando una persona, usuario o empresa le diga: “Usted no veló por tal 
cosa”. Me pongo del lado del administrado para ver cuál es el alcance de lo que aquí se dice. 
Comprendo las dificultades que existen para definir los verbos pero la utilización de “velar” implica 
casi lo del buen padre de familia; el alcance no es exclusivamente en lo que tiene que ver con el tema 
medioambiental, sino también con respecto a la prestación eficaz, eficiente y oportuna del servicio 
postal. Es decir que abre una enorme responsabilidad del Estado, con una grandísima apreciación 
subjetiva. 


SEÑOR BORDABERRY.- El Diccionario de la Real Academia Española define la palabra velar como: 
“4. tr. Hacer centinela o guardia por la noche. 
2. tr. Asistir de noche a un enfermo. 
3. tr. Pasar la noche al cuidado de un difunto. 
4. tr. Observar atentamente algo”, etcétera. 


Creo que lo más parecido a lo que se quiere establecer aquí es la última acepción. En realidad, 
me parece innecesario decir que una norma debe observar atentamente la protección del 
medioambiente porque seguramente eso ya debe estar regulado en la ley de creación de la Dirección 


Nacional de Medio Ambiente. Quizá podría expresar: “Cumplirá estrictamente las normas sobre 
protección del medioambiente en la implementación de las actividades postales”. Claro, siempre va a 
tener que cumplir la ley, esté o no establecido aquí por lo que, insisto, considero que este literal es 
innecesario. 


SEÑOR ABREU.- La palabra “velará” también la encontramos en el primer inciso: “el Estado velará 
por la prestación eficaz, eficiente, regular, oportuna y con calidad del servicio postal, en tanto servicio 
público nacional.” A nuestro juicio, debería dársele un sentido muy claro al término “velará”, porque 
refiere al alcance de la responsabilidad del Estado para asegurar el cumplimiento eficaz de un servicio. 


SEÑOR JUBÍN.- Proponemos que en el acápite del artículo, en vez de “velará” diga “promoverá” y que 
en el literal B, donde dice “velará” se establezca que cumplirá estrictamente las disposiciones sobre 
protección del medioambiente. De esa forma estaríamos conciliando las alternativas que se plantearon. 


SEÑOR ABREU.- En el literal B podríamos poner que observará todas las normas referidas a la 
protección del medioambiente, porque observar quiere decir que cumplirá. El “velará” que me preocupa 
es el de abajo. 


SEÑOR JUBÍN.- Propongo que cambiemos el término “velará” del primer inciso por la palabra 
“promoverá”. Quedaría redactado de la siguiente manera: “el Estado promoverá la prestación eficaz, 
eficiente, regular oportuna y con calidad del servicio postal, en tanto servicio público nacional.” 


SEÑOR BORDABERRY.- Las normas las tiene que cumplir, lo diga o no lo diga. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En el primer inciso se sustituye “velará” por “promoverá” y el inciso B diría: 
“cumplirá con la protección del medioambiente” o “promoverá la protección del medioambiente”. 


Se habían planteado algunas dudas con respecto al literal D. 


SEÑOR DE COLA.- Al respecto quiero decir que no tenemos conocimiento de cuáles fueron los 
planteos de los operadores del sector privado postal pero creo que en definitiva este inciso da pautas 
generales al establecer cuáles son los criterios que se van a aplicar en materia de regulación, en 
particular en materia de defensa de la competencia. Concretamente, expresa: “Promoverá la 
competencia sujeta a regulación en la prestación del servicio postal”; y luego aclara el tipo de prácticas 
que deberían evitarse para que ese mercado funcione de la mejor manera posible. Por lo tanto, no 
alcanzo a comprender la preocupación del señor Senador en ese sentido. 


SEÑOR ABREU.- La inquietud no va dirigida contra la disposición o contra el artículo, sino que se trata 
de un elemento de preocupación de algunos actores del servicio postal que entienden que con esta ley 
podría consagrarse una competencia desleal en función de que la contratación que hace el Correo 
nacional con algunas corporaciones, las exonera de pagar determinado impuesto o tasa. Por tanto, 
según las áreas, la competencia elige con quien trabajar en función de los costos que pueda tener. Eso 
se plantea desde el punto de vista del sujeto pasivo tributario. Se entiende que puede existir un 
tratamiento desigual con respecto al sector privado en tanto se puede beneficiar a otra competencia 
privada, por ejemplo a un banco que elige utilizar o no los servicios postales públicos u otros según los 
costos diferentes que asume. Si no me equivoco, era así. 


Quiero dejar sentada esa duda para que este punto sea debidamente aclarado o 
resguardado porque en el tema tributario las acciones que se puedan producir en el ámbito del 
mercado, sea por competencia desleal como por violación del principio de igualdad tributaria, pueden ir 
desde el acto administrativo hasta la propia impugnación constitucional de la ley. Eso es lo que 
recogimos tratando de escuchar a un invitado. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Le propongo al Senador Abreu votar el artículo 2% con las modificaciones 
propuestas para el inciso primero y el literal B, y que quede constancia de esta observación. 
Seguramente la semana que viene nos tengamos que volver a reunir y, si fuera necesario, 
retomaríamos el tema. 


SEÑOR ABREU.- Perfecto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Esto no quiere decir que no podamos tener en cuenta las observaciones en 
los otros artículos. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el artículo 2*. 
(Se vota:) 

-5 en 5. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

Léase el artículo 3*. 
(Se lee:) 


“Artículo 3%. Ámbito de Aplicación: Se regirán por la presente Ley el conjunto del servicio 
postal nacional e internacional procesado por la totalidad de los Prestadores del Servicio Postal, así 
como las relaciones que se generan entre ellos, los Usuarios y el Regulador.” 


-Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

-5 en 5. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

Léase el artículo 4*. 
(Se lee:) 


“Artículo 4%. Concepto general. Para todos los efectos, se adoptarán las definiciones 
establecidas en las Actas de la Unión Postal Universal (UPU) vigentes.” 


-Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

-5 en 5. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

Léase el artículo 5*. 
(Se lee:) 


“Artículo 5%. Definiciones. Los siguientes conceptos complementarán las definiciones dadas 
por la UPU: 


Servicio Postal. El servicio postal es considerado servicio público nacional y por ello debe ser prestado 
por el Estado, sin perjuicio de la concesión de su explotación a los particulares, regulando su ejercicio. 
Se entiende por servicio postal: 


as actividades de admisión, procesamiento, transporte y distribución o entrega de envíos o productos 
postales, en todas o cualquiera de sus etapas. 


Zualquier otro producto o servicio postal que se establezca al amparo de la normativa vigente. 


Actividad de admisión o recepción. Consiste en la aceptación de objetos postales a través de personal 
recolector, ventanillas, buzones postales o cualquier otro medio físico o con uso de la tecnología 
disponible. 


Actividad de procesamiento. Consiste en la separación, agrupación o clasificación de los objetos 
postales, por cualquier medio físico o con uso de la tecnología disponible, con el fin de preparar su 
envío a los lugares de destino y distribución o entrega; incluye las actividades necesarias para hacer 
que los objetos postales estén disponibles para su clasificación. 


Actividad de transporte. Consiste en movilizar y trasladar objetos postales, por cualquier medio físico o 
con uso de la tecnología disponible. 


Actividad de distribución o entrega. Consiste en hacer llegar los objetos postales a sus destinatarios, en 
el lugar geográfico o dirección, señalado por el remitente. Se incluye aquí la actividad de distribución o 
entrega en apartados o casillas postales. 


Servicio Postal Universal (SPU). Es aquel servicio postal que el Estado asegurará a sus habitantes en 
todo el territorio nacional en forma permanente, con la calidad adecuada y a precios asequibles. 


Encomiendas postales internacionales. Son aquellos envíos que se efectúan con intervención de los 
operadores del país remitente y del país receptor, de artículos cuyas condiciones cumplan con la 
reglamentación correspondiente prevista en las Convenciones Internacionales. 


H. Encomiendas postales nacionales: Son aquellos envíos que se efectúan a través de un 
Operador Postal debidamente registrado ante la URSEC, de artículos cuyas condiciones cumplan 
con la reglamentación correspondiente prevista en la normativa vigente. 


|. Carga: Es todo otro envío que no sea encomienda postal será considerado, a todos sus efectos, 
como carga, tanto en el ámbito nacional como internacional.” 


-Este texto está mal redactado, y también advertí otro error. 


Continuamos con la lectura. 


“La reglamentación aduanera establecerá que las encomiendas postales sin fines comerciales 
estarán exentas del pago de tributos a la importación, exportación y tránsito. 


A tales efectos se consideran encomiendas postales sin fines comerciales aquellas que 
tuvieran carácter ocasional y que, por la cantidad, calidad, variedad y valor de las mercaderías, pueda 
presumirse, de acuerdo a la reglamentación correspondiente, que son para uso personal del 
destinatario o de su familia. 


El despacho aduanero de las encomiendas postales con fines comerciales se cumplirá de 
acuerdo con lo que dispongan las normas reglamentarias que al respecto se establezcan. 


Los envíos cuyo peso y valor excedan los límites referidos en las Convenciones Postales 
Internacionales se consideran carga y por tanto su despacho aduanero se cumplirá de acuerdo al 
régimen general de importación o exportación, con la excepción de los envíos consolidados fuera del 
país, que contengan objetos postales con diferentes destinatarios nacionales. 


J. Mercado. Es el conjunto de envíos procesados por los Operadores Postales, más los realizados 
por las Personas Jurídicas Habilitadas. 


K. Sector. Es el conjunto regulado de Operadores Postales, Personas Jurídicas Habilitadas, los 
Usuarios y el Regulador. 


L. Actores. Son actores del sector postal: 
1. Estado. El Poder Ejecutivo es el titular de la prestación del servicio postal. 


Es el único competente para dictar las políticas nacionales postales a través del Ministerio de 
Industria, Energía y Minería (MIEM). 


2. Regulador. La URSEC es la que aplica las políticas públicas nacionales al mercado, 
regulando las relaciones que se produzcan al respecto. 


3. Operador Designado. La Administración Nacional de Correos (ANC) es el Operador 
Designado y único órgano competente del Estado para cumplir el SPU en régimen de concurrencia; así 
como para prestar los demás servicios postales, éstos en régimen de competencia. 


4. Operadores Privados. Son aquellos titulares de empresas unipersonales o aquellas 
personas jurídicas que, previo permiso del Regulador, pueden prestar el servicio postal en régimen de 
competencia, por cuenta de y para terceros. Se incluye a los operadores postales que operan bajo la 
modalidad “courier' o toda otra modalidad asimilada o asimilable. 


5. Personas Jurídicas Habilitadas. Son aquellas personas jurídicas que, previo permiso del 
Regulador, procesan, transportan o distribuyen sus propios envíos postales con destino a un tercero 
ajeno a ellas y valiéndose de personal propio en cualquiera de esas etapas. 


6. Prestadores del Servicio Postal. Son el Operador Designado, los Operadores Privados y 
las Personas Jurídicas Habilitadas, los que deberán implementar sus actividades de acuerdo con los 
principios generales establecidos en el artículo 2” de la presente Ley. 


7. Auto Prestadores. Son aquellas personas jurídicas que admiten, procesan, transportan o 
distribuyen envíos de correspondencia y demás envíos postales que circulen entre sus propias oficinas, 
cumpliendo todas o cualesquiera de las etapas del proceso postal. 


8. Usuario. Es toda persona física o jurídica beneficiaria de la prestación de un servicio postal 
como remitente o como destinatario y titular de los derechos inherentes a esa condición. 


M. Licencia. Permiso otorgado por la URSEC a los Prestadores de Servicios Postales que habilita 
su participación en el Mercado. 


N. Registro General de Prestadores de Servicios Postales. Es el Registro de cargo de la URSEC 
que contiene la información de los Prestadores de Servicios Postales relativa a las condiciones de los 
servicios que prestan y acredita la condición de tales”. 


-Parece casi una ley entera. 


SEÑOR ABREU.- Como ha dicho el señor Presidente, es casi una ley entera y hay ciertos aspectos 
que me merecen algunas discrepancias -que ya he manifestado- y que, naturalmente, son difíciles de 
modificar, sobre todo los que tienen que ver con las competencias de las Unidades Reguladoras. 
Obviamente, cuando se encomienda a la Unidad Reguladora la aplicación de las políticas públicas, se 
trata de una forma de limitar -más allá de que por ley ya está establecido- su calidad de reguladora 
fuera del sistema, con independencia funcional y técnica para regular lo que significa el juego de la 
competencia que puede existir en el ámbito postal. Esto que acabo de mencionar figura en la página 5 
del repartido. 


Sin perjuicio de ese tema, tengo dudas respecto de alguna terminología que se viene 
utilizando. Por ejemplo, en el inciso G) -página 3- se habla de encomiendas postales y se dice que son 
aquellos “envíos” de los operadores, y después se habla de “artículos”. Quiero saber si “envíos” y 
“artículos” tienen una misma definición, si el envío es el hecho de enviar un artículo, o este es el 


enviado. ¿Cuál es la terminología técnica adecuada para unificar el criterio de definir una encomienda 
u otro tipo de envío o artículo? Creo que se está empleando una doble terminología que quizás no sea 
la más adecuada; o a lo mejor se está haciendo referencia a dos hechos distintos. 


En fin, insisto en que las expresiones “envío” y “artículo” me llaman la atención. ¿Qué quiere 
decir artículos? ¿Se refiere a bienes? ¿Cuál es la definición jurídica adecuada, de acuerdo al punto del 
Código Civil que identifica al artículo, no con artículos del Código, sino con un bien o algún objeto de un 
envío? 


SEÑOR JUBÍN.- Quizás aquí hemos pecado por conocer de sobra las definiciones y estar empapados 
en ellas. El “envío” es lo genérico y el “artículo” es el contenido, es decir, el continente y el contenido 
respectivamente. En una encomienda el artículo son regalos, ropa usada, etcétera. 


SEÑOR ABREU..- Bienes muebles. 


SEÑOR JUBÍN.- Bienes muebles de uso común: ropa, regalos familiares, etcétera. La expresión 
“artículos” solamente está referida a la encomienda, porque una carta no tiene un artículo adentro, sino 
una comunicación actual y personal entre un destinatario y un remitente. Por lo tanto, el “artículo” es el 
contenido que puede tener la encomienda; se lo usa como sinónimo de objeto, en tanto que “envío” es 
la clasificación genérica de lo que va entre un remitente y un destinatario. 


SEÑOR BORDABERRY.- Me gustaría hacer una sugerencia. A los efectos de la ley, no creo que sea 
conveniente que todo el tiempo estemos recurriendo a estas siglas que se expresan y se repiten más 
adelante, porque son confusas. Cuando en el texto se expresa “Servicio Postal” y “Servicio Postal 
Universal” y más adelante se dice “SP” y “SPU”, se crea una enorme confusión al intérprete. Me parece 
que no es de buena técnica legislativa hablar guturalmente, en esta suerte de reducción verbal; parece 
que estuviéramos volviendo a la época de las cavernas. Insisto en que, cuando leí el texto, me costó 
distinguir el “SP” del “SPU”; de manera que no me parece bueno que utilicemos este tipo de siglas 
cuando elaboramos una ley. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Supongo que no hay inconveniente en hacer las correcciones pertinentes, 
señor Senador. 


SEÑOR BORDABERRY.- En segundo lugar, quisiera transmitir una duda -lamento plantearla en este 
momento y no haberlo hecho con anterioridad- referida al literal |. No sé si esta disposición tiene que ir 
aquí o si ya existe una norma general que establezca las exoneraciones y la reglamentación. Creo que 
debemos estar pisando una reglamentación -que ha sido modificada recientemente, además, por el 
propio Ministerio de Economía y Finanzas, según se publicó en la prensa- por la que se establece un 
límite de compras. El sentido común me dice que ya debe existir una norma relacionada con esto. 


SEÑOR JUBÍN.- Lo que nos interesa es el primer inciso del literal |, que es la definición de carga; lo 
demás es una copia de la reglamentación aduanera vigente, que está hecha por decreto y por orden de 
servicio interna. Simplemente aspirábamos a que estas últimas disposiciones pudieran elevarse a la 
categoría de ley, pero no tenemos ningún inconveniente, a los efectos postales, de que se eliminen los 
incisos segundo y siguientes del mencionado literal. 


SEÑOR ABREU.- Estoy en la misma sintonía y con la misma preocupación, porque aquí se dice que la 
reglamentación establecerá que las encomiendas sin fines comerciales estarán exentas. En realidad, 
no es la reglamentación la que indica que están exentas; es la ley la que exonera, por el principio de 
legalidad, y después la reglamentación le da determinados alcances. Creo que si como dice el doctor 
Jubín esto ya está vigente, sería bueno evitar confusiones de este tipo y que el principio de legalidad 
tributaria quedara reservado a su cumplimiento de acuerdo a las normas vigentes. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Cómo quedaría redactado este inciso? 


SEÑOR JUBÍN.- De la siguiente manera: “l. Carga: Todo otro envío que no sea encomienda postal 
será considerado, a todos sus efectos, como carga, tanto en el ámbito nacional como internacional”. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En el literal A hay un error tipográfico, porque dice: “A. Servicio Postal. El 
servicio postal es considerado servicio público nacional y por ello deber ser prestado”, etcétera. En 
realidad, tiene que decir “y por ello debe ser prestado”. 


Si hay acuerdo, además sustituiríamos las siglas por el desarrollo del nombre 
correspondiente. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el artículo 5% con las modificaciones indicadas. 
(Se vota:) 
-5 en 5. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


En consideración el Capítulo 11, Derechos y Obligaciones de los Usuarios de Servicios 
Postales. 


Léase el artículo 6*. 
(Se lee:) 
“Artículo 6*.- Derechos. Los usuarios poseen los siguientes derechos:” 


SEÑOR ABREU.- No me gusta mucho la expresión “poseen los siguientes derechos”. Sugiero que este 
artículo comience diciendo: “Los usuarios tendrán los siguientes derechos”. 


(Dialogados) 
SEÑOR PRESIDENTE.- Continúese con la lectura del texto. 
SEÑOR SECRETARIO.- “Los usuarios tendrán los siguientes derechos: 


Derecho al secreto de las comunicaciones postales. Los Prestadores de Servicios Postales deberán 
garantizar el secreto de las comunicaciones postales, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 
28* de la Constitución de la República y en los artículos 298 a 302 inclusive del Código Penal. En 
consecuencia, no facilitarán ningún dato relativo a la existencia del envío postal, su clase, sus 
circunstancias exteriores, la identidad del remitente y del destinatario ni sus direcciones. 


Jerecho a la inviolabilidad de los envíos postales. 


-Os Prestadores del Servicio Postal deberán cumplir con el deber de fidelidad en la custodia y gestión de 
los envíos postales. Se considerarán incumplimientos de dicho deber, entre otros, la detención 
contraria a derecho, el intencionado curso anormal, la apertura ilegal, la sustracción, la destrucción y la 
ocultación de los citados envíos postales. 


Sin perjuicio del derecho del remitente a la propiedad de los envíos postales aún no entregados al 
destinatario, estos solo podrán ser detenidos o interceptados y, en su caso, abiertos por resolución 
motivada de la autoridad judicial conforme a la ley”. 


SEÑOR ABREU.- En este numeral se establece que los envíos postales aún no entregados al 
destinatario solo podrán ser abiertos “por resolución motivada de la autoridad judicial conforme a la 
ley”, pero ocurre que una resolución judicial siempre es motivada. Entonces, considero que está de 
más decir a la autoridad judicial que, conforme a la ley, motive determinada resolución. En realidad, 
una resolución judicial -ya sea una sentencia, una incidencia o una cuestión de interlocutorio- siempre 
es tomada con considerandos y motivaciones. O sea que tendría que decir: “abiertos por resolución 
judicial conforme a la ley”. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Analizaremos el tema con mucho gusto. 
SEÑOR JUBÍN.- Estamos de acuerdo; no tenemos ninguna observación en contra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Entonces, el numeral 2 terminaría diciendo: “abiertos por resolución judicial 
conforme a la ley”. 


(Apoyados) 
-Continúese con la lectura del texto. 


SEÑOR SECRETARIO.- “3. El personal de la URSEC, que desempeñe funciones de inspección postal, 
solo podrá intervenir los envíos postales en los términos que se definan reglamentariamente, cuando 
existan sospechas fundadas de que contienen un objeto prohibido o que no se ajusten al contenido 
declarado en su sobre o cubierta, siempre que esta declaración sea preceptiva. 


El alcance de esta intervención quedará limitado al reconocimiento externo, visual o 
mediante tecnología, tanto de los envíos como de la documentación que los acompañe y no afectará 
en ningún caso al secreto e inviolabilidad de los envíos postales”. 


SEÑOR ABREU.- Parte de mis preocupaciones se fundan en la expresión “cuando existan sospechas 
fundadas de que contienen un objeto prohibido”. ¿Esto es sinónimo de “artículo”? 


SEÑOR JUBÍN.- El objeto prohibido no solamente refiere a un artículo que esté contenido en una 
encomienda, sino también a que pueda haber objetos prohibidos dentro de una carta, que es otra 
forma de envío de correspondencia. 


A nivel internacional existe una lista de objetos prohibidos entre los que se encuentran los 
clásicos, es decir, armas, pólvora, pornografía, etcétera. Supongamos el caso de un envío cerrado que 
tiene un destinatario y un remitente y no se sabe cuál es su contenido, pero que está perdiendo un 
polvillo blanco que es olfateado por los perros antidrogas. No se puede abrir, salvo que haya una orden 
judicial competente para hacerlo. 


SEÑOR ABREU.- Aunque el perro proceda eficientemente. 


SEÑOR JUBÍN.- Así es, señor Senador. Aunque el perro proceda muy eficientemente y detecte todo, la 
propiedad del envío es del remitente hasta que se entrega al destinatario. En ese caso, la autoridad 
judicial tendrá que dar una orden para poder detenerlo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Continúese con la lectura del artículo. 
SEÑOR SECRETARIO.- “Se garantizará la destrucción inmediata de las imágenes tomadas. 


4. Lo previsto en el presente artículo se aplicará sin perjuicio del ejercicio de las facultades de control 
reconocidas legalmente a determinados funcionarios en el marco del ejercicio de sus funciones de 
inspección, como las sanitarias, aduaneras, de prevención de blanqueo de dinero o de seguridad o 
cualesquiera otras establecidas en la normativa legal vigente, con el fin de detectar la presencia de 
objetos o productos prohibidos. 


C. Derecho a la prestación de un SPU de calidad. Los Usuarios tendrán derecho a la prestación de un 
SPU de calidad, prestado de forma permanente, en todo el territorio nacional y a precios asequibles. 


El alcance y la prestación efectiva del SPU deberán responder a los principios de cohesión 
social y territorial; no discriminación por razón de cualquier circunstancia o condición personal, social o 
geográfica; continuidad, eficacia y eficiencia en el servicio; deberá adecuarse permanentemente a las 


condiciones técnicas, económicas, sociales y territoriales y a las necesidades de los Usuarios, en 
particular en materia de densidad de puntos de acceso y de accesibilidad a los mismos, sin menoscabo 
de su calidad. 


El SPU se prestará de acuerdo con las reglas que establece el Capítulo IV de la presente ley 
y su reglamentación. 


El Estado garantizará la prestación de tal cometido por la ANC, como Operador Designado, 
proporcionándole los medios y garantías suficientes para brindar un adecuado servicio. 


D. Derecho de información sobre el servicio postal. Los Prestadores de Servicio Postal deberán: 


Informar de manera pública, completa, veraz y puntual los servicios o actividad postal que presten y 
brindar la información que corresponda, relativa a las características, condiciones de acceso, nivel de 
calidad, indemnizaciones, precio y plazo, así como las normas técnicas que resulten aplicables. 


Informar los procedimientos y medios de reclamación establecidos. 


Poner dicha información a disposición del público en las oficinas y puntos reales o virtuales de atención 
al usuario. Asimismo remitir esta información a la Ursec, la cual podrá publicarla en su sitio web, en lo 
que considere pertinente. 


A petición de los Usuarios la mencionada información también será facilitada por escrito o a 
través de cualquier otro medio que reglamentariamente se establezca”. 


SEÑOR ABREU.- Quisiera saber el motivo por el cual se otorga esa facultad a la Ursec para publicar 
en su sitio web lo que considere pertinente, porque considero que es una amplísima discrecionalidad 
subjetiva. 


Me gustaría que se utilizara un criterio objetivo y que la Ursec publicara en su sitio web, no lo 
que considere pertinente, sino lo que está establecido en las propias disposiciones del artículo. De no 
ser así, va a quedar administrado en función de la publicidad que se decida deba hacer la Ursec. 
Tenemos que asegurar la máxima publicidad de esto. 


Considero que sería mejor establecer: “remitir esta información a la Ursec, la que procederá 
a publicarla en su sitio web”. 


SEÑOR DE COLA.- La idea es dar cierta libertad a la Ursec para que determine cuál es la información 
relevante que permita a todos los operadores, de manera conjunta, brindar guías, por ejemplo, para 
que los usuarios puedan seleccionar un operador y demás. Quizás si lo obligamos a publicar 
absolutamente toda la información, no cumpliría otra función porque esa información ya está 
obligatoriamente publicada por los propios operadores. La idea es -si se quiere- que exista la facilidad 
de establecer vías rápidas para buscar información relevante a fin de que, por ejemplo, los usuarios 
puedan seleccionar con qué operador trabajar. Por eso se dejó librado a que la Ursec establezca los 
criterios para publicar en su página web, de manera de no saturar de información ese sitio y que, en 
definitiva, termine no cumpliendo con el objetivo perseguido de facilitar la búsqueda a los usuarios. 


SEÑORA DOLINKAS.- Complementando lo dicho por el ingeniero De Cola, queremos aclarar que la 
idea del equipo era establecer de algún modo esta información adicional para que los usuarios 
pudieran elegir de la mejor manera posible y más libremente. Muchas veces hemos visto en la práctica 
que los operadores postales no tienen toda la información disponible para el público. Entendemos que 
sería menester contar con ella al momento de elegir el operador, por lo que en el equipo se valoró que 
se incluyera toda otra información aparte de la que ellos pudieran establecer en sus páginas para 
ayudar a la libre elección de cualquier usuario. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Continúese con la lectura del artículo. 


SEÑOR SECRETARIO.- “E. Derecho de reclamación. 


1. Los Prestadores del Servicio Postal deberán atender las quejas y reclamaciones que les 
presenten los Usuarios en los casos de pérdida, robo, destrucción, deterioro o incumplimiento de las 
normas de calidad del servicio, o cualquier otro incumplimiento relacionado con la prestación del 
servicio postal. 


2. Para la tramitación de las reclamaciones de los Usuarios, los Prestadores del Servicio 
Postal establecerán procedimientos sencillos, gratuitos y no discriminatorios, basados en los principios 
de proporcionalidad y celeridad. Los mismos deberán acusar recibo de las reclamaciones que le fueren 
efectuadas y las mismas deberán ser resueltas, conforme a derecho y notificada su resolución a los 
interesados, en el plazo máximo de 30 (treinta) días desde la fecha de su presentación. En lo 
internacional el Operador Designado deberá regirse por la normativa de la UPU vigente. En todas las 
oficinas o puntos de atención al usuario de los Prestadores del Servicio Postal serán exhibidas, de 
forma visible y detallada, las informaciones que permitan conocer los trámites a seguir para ejercer el 
derecho a reclamación que refiere este artículo. 


3. Asimismo, los Usuarios podrán someter a conocimiento de la URSEC las controversias que 
se susciten con los Prestadores del Servicio Postal. La petición deberá resolverse en el plazo máximo 
de 90 (noventa) días desde su presentación. El procedimiento a seguir para su tramitación estará 
basado en los principios de celeridad y gratuidad”. 


SEÑOR BORDABERRY.- No me queda claro cuál es el alcance de este derecho de reclamación. Si un 
usuario sufre el robo de la encomienda, ¿cuál es el alcance de la reclamación y el deber de quien 
presta el servicio? ¿Qué tiene que hacer? ¿Realizar el reembolso? ¿Atender la reclamación? ¿Qué es 
atender la reclamación? ¿Cuál es el contenido? Es como si el usuario viniera y reclamara, pero no 
resolviera nada. ¿Cuál es el objetivo en todos estos supuestos que se dan? Obviamente, si hay un 
incumplimiento de contrato, se debería atender y resolver. ¿Qué sucede si se atiende al usuario y se 
resuelve que no se prestará atención al reclamo? ¿Hay alguien que decida por sobre él? No entiendo 
muy bien el sentido de atender las quejas y las reclamaciones de los usuarios. Insisto: ¿qué significa 
atender las quejas y reclamaciones de los usuarios? ¿Acaso poner a una persona a escuchar a quien 
va a reclamar? No me queda claro el alcance del artículo; cada vez que lo leo me concentro en lo 
largas que son las frases. Los linguistas modernos dicen que no hay que escribir frases de más de 15 
palabras, pero esta tiene 44. Se dice que cuando uno llega a la palabra 16 se olvida de la primera que 
está escrita, pero más allá de eso, no entiendo este literal. 


SEÑOR GARÍN.- En el sector postal muchas veces no está establecido el procedimiento para realizar 
una reclamación a nivel de los usuarios. Si bien hablamos de atender las quejas, reclamos y demás, 
habrá que reglamentar de qué forma cada uno de los operadores debe registrar y llevar adelante la 
reclamación. Puede ser un reclamo sencillo, como una tardanza; pero también puede tratarse de un 
robo, de un extravío o del hecho de que el servicio no se prestó tal como está establecido en la propia 
oferta de la prestación. Hoy eso no está establecido a nivel del mercado en general. Por tanto, el 
regulador deberá reglamentar cómo los operadores deberíamos responder y llevar adelante todo el 
proceso de atención de quejas y reclamos, desde la registración. No necesariamente se trata del 
hecho de la resolución, porque en el caso de una pérdida en el Correo, por ejemplo, de acuerdo a la 
reglamentación internacional tenemos un plazo determinado para investigar y ver si hay que realizar 
una indemnización. Eso lo tiene estipulado el operador designado y no necesariamente todo el sector 
postal en general. 


SEÑOR BORDABERRY.- De las normas del Código de Comercio y del Código Civil creo recordar lo 
que es la obligación del transportista. Cuando esta se asume, deja de ser una obligación de medio y 
pasa a ser una obligación de resultado; si no se cumple con ella, el transportista es responsabilizado y 
debe pagar. Mi interrogante apuntaba a ese hecho. De acuerdo con el Código de Comercio y el Código 
Civil, si a alguien, por el motivo que fuere -aún sin intención- se le incumple con la obligación del 
transportista, debe ser indemnizado. Para eso existen los tribunales de Justicia de la República, que es 
adonde se debería concurrir. Entonces, ¿esto es una etapa previa en la que se sigue un proceso en el 
que se dice que sí o que no, y se paga una indemnización, vedando la posibilidad de concurrir al Poder 
Judicial? ¿O sencillamente se puede optar por cualquiera de los dos caminos? Esto no está 
establecido; se dice que habrá que tener una oficina abierta. 


SEÑOR ABREU.- Tal como dice el señor Senador, no estamos hablando de un acto administrativo, 
porque si hablamos de un servidor, el prestador de servicios postales también es prestador privado. Al 
parecer, existe la obligación de resolver conforme a Derecho y en treinta días notificar de una 
resolución a los interesados. ¿Sobre qué? Sobre la reclamación que el interesado le hace al servicio 
postal. Si esa investigación es en el ámbito público del Correo, el resultado puede derivar en un acto 
administrativo, interponiendo el recurso administrativo que corresponda por el Derecho Público; si es 
en el ámbito privado, hay otra jurisdicción para manejarse. La cuestión es que, lo que da lugar al 
seguimiento, ya sea de un recurso ante un acto administrativo o de una responsabilidad de carácter 
civil o penal, son las reclamaciones resueltas internamente dentro de los treinta días por parte del 
prestador social. Este tema es muy importante porque el prestador social, con su respuesta, de alguna 
manera habilita si hay o no razón. 


Comparto lo que plantea el señor Senador Bordaberry. Cuando me recibí de abogado, para 
mi primer alegato consulté a un muy importante profesional del ramo, quien me dijo: “Demasiado largo 
para tener razón”. A partir de allí me ubiqué en la línea de incluir solamente sujeto, verbo y predicado. 
Si pudiéramos decir “los Prestadores del Servicio Postal establecerán procedimientos sencillos, 
gratuitos y no discriminatorios, basados en los principios de proporcionalidad y celeridad, a fin de 
atender las reclamaciones que les fueren efectuadas y las mismas deberán ser resueltas, conforme a 
derecho y notificada su resolución a los interesados, en el plazo máximo de 30 (treinta) días desde la 
fecha de su presentación”, quizás esta podría ser una enunciación clara de que deben atender las 
reclamaciones en un determinado plazo. 


Me parece que las reclamaciones no necesariamente deberían plantearse en forma taxativa; 
aquí se habla de “pérdida, robo, destrucción, deterioro o incumplimiento de las normas de calidad del 
servicio”, pero una reclamación, para el usuario -según su grado de subjetividad- puede ser 
simplemente plantear que no se ha cumplido con el servicio postal. 


SEÑORA DOLINKAS.- Quiero aclarar o complementar algo que ya se ha dicho con respecto a una 
interrogante planteada por el señor Senador Bordaberry. 


Por ser parte de la Unión Postal Universal -que es el organismo especializado de la ONU en 
materia postal- los correos -en otra época solamente eran públicos los servicios que integraban esa 
Unión Postal Universal, pero hoy la realidad es otra- tienen establecido en las actas de la UPU -que 
normalmente nombramos porque es normativa para todos los países miembros- un procedimiento claro 
de reclamaciones donde, inclusive, se determinan las responsabilidades, así como las causales de 
exclusión de responsabilidad y se establecen claramente los montos que se pueden pagar por esos 
conceptos. 


Lo que sucede -y nosotros lo vimos cuando trabajamos en el tema- es que a nivel privado 
esto no pasa; muchas veces la persona que pierde una carta o una encomienda no tiene cómo 
reclamar. 


Entonces, lo que queríamos dejar estampado claramente y en protección al usuario es la 
existencia de esa posibilidad. Es importante lo que ha expresado el señor Senador Abreu a través de 
esa redacción sencilla; tal vez en el afán de ser extremadamente claros, usamos palabras de más, 
pero la idea era esa. 


Ante la pregunta relativa a las reclamaciones podemos decir que normalmente, a nivel de 
correos, el reclamo se hace con el correo actuante y el otro correo; hay responsabilidades entre los 
correos nacionales intervinientes y también existe la posibilidad de recurrir a la Justicia, lo que ha 
pasado; hemos tenido juicios en los que algunos usuarios han reclamado por encomiendas. 


SEÑOR BORDABERRY.- Sugeriría cambiar la palabra “atender” del numeral 1, porque de acuerdo al 
diccionario de la Real Academia Española, significa: “1. Esperar o aguardar” -que no parecería ser 
adecuado- y “2. Acoger favorablemente, o satisfacer un deseo, ruego o mandato”, etcétera. 


Entonces, tal como está redactado el texto, podría interpretarse que cuando se dice 
“atender”, se quiere decir que los prestadores deberán acoger favorablemente las quejas y 


reclamaciones. Estimo que la redacción debería ser: “Los Prestadores del Servicio Postal deberán 
recibir” -“escuchar” o *“procesar”- “las quejas y reclamaciones”, etcétera. Se me ha planteado esta 
confusión con respecto a ese vocablo porque de acuerdo a la segunda definición del diccionario de la 
Real Academia Española parecería, repito, que debe hacer lugar a las quejas o reclamaciones. Por 
todo esto es que, tal como dije, creo conveniente cambiar ese verbo. 


SEÑOR ABREU.- Mi propuesta va en la misma sintonía. La redacción sería la siguiente: “Los 
Prestadores del Servicio Público Postal deberán establecer procedimientos sencillos, gratuitos y no 
discriminatorios, basados en los principios de proporcionalidad y celeridad, a fin de procesar las 
reclamaciones que les fueren efectuadas y las que resolverán conforme a Derecho y notificarán su 
resolución a los interesados en el plazo máximo de 30 días desde su presentación.” Con esto se 
establece el derecho y, además, el usuario también tiene el derecho a reclamar al prestador del 
servicio postal, ya sea público o privado. Luego expresa -aclaro que no estoy en condiciones de opinar- 
“En lo internacional, el Operador Designado deberá regirse por la normativa de la UPU vigente”. Eso es 
lógico porque debe haber algún tratado internacional que establece las normas a las cuales adherimos 
en este caso concreto. 


SEÑOR JUBÍN..- Parece ser que existe un problema de redacción, no de fondo del asunto; por lo tanto, 
si se nos permite, nos comunicaríamos con la Secretaría y habilitamos una redacción sobre las bases 
ya establecidas. 


SEÑOR DE COLA.- Por lo que he entendido, la propuesta del señor Senador Abreu se centra en 
unificar en una única redacción los puntos 1 y 2. En lo personal, rearmaría la redacción entre el punto 
1 y el 2 en relación a la parte que habla de que en todas las oficinas o puntos de atención al usuario 
es obligación informar las condiciones en las cuales se puede hacer la reclamación. En parte es un 
poco lo que planteaba la doctora Dolinkas, en el sentido de dar a los usuarios garantías y mecanismos 
e informarlos de que están en condiciones de hacer reclamaciones. 


SEÑOR ABREU.- Puede hacerse un punto y aparte y continuar diciendo: “A tales efectos, las oficinas 
o puntos de atención al usuario... 


SEÑOR BORDABERRY.- Si todos están de acuerdo, podríamos desglosar el literal E y esperaremos la 
redacción que se nos proponga, que era lo conversado. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Léase a partir del literal F. 
(Se lee:) 


“F. Derecho de denuncia. El incumplimiento de las obligaciones de los Prestadores del 
Servicio Postal a que se refieren los artículos 12, 42 y 44 de la presente ley podrá ser denunciado por 
los Usuarios interesados ante la URSEC, a los efectos previstos en el Capítulo Vl de la presente ley. 


G. Derecho a percibir indemnización. 


1. Los usuarios tendrán derecho, salvo caso de fuerza mayor, a percibir una indemnización 
de los Operadores Postales, en caso de pérdida, robo, destrucción o deterioro de los envíos postales 
certificados, mediante el pago de una cantidad predeterminada por el Operador Postal interviniente. 


2. La URSEC reglamentará la cuantía mínima de la indemnización por la pérdida, robo, 
destrucción o deterioro de los envíos comprendidos en el servicio postal, tomando en cuenta las 
disposiciones de la UPU en la materia. 


3. El incumplimiento del pago de la indemnización reconocida al usuario, de acuerdo con lo 
establecido en este artículo, podrá dar lugar, a instancia de parte, a que la URSEC inicie un 
procedimiento contra el Prestador del Servicio Postal correspondiente.” 


SEÑOR ABREU.- En el primer inciso, que dice: “Los Usuarios tendrán derecho, salvo caso de fuerza 
mayor, a percibir una indemnización”, me gustaría saber quién es el que decide el derecho a la 
indemnización. Digo esto porque la fuerza mayor también la va a analizar el que concede o no la 
indemnización. ¿Es en el ámbito del servicio postal donde se analiza la fuerza mayor, o en otro más 
imparcial, donde la fuerza mayor juega a los efectos de exonerar al usuario de la indemnización que 
está reclamando? 


SEÑOR JUBÍN.- Esta es un poco la práctica en los servicios postales, en el sentido de que puede 
haber casos de fuerza mayor repetidos por la casuística notoriamente, entre ellos el robo de un camión 
con objetos postales. La destrucción de esos envíos de correspondencia no puede ser atribuida a uno 
o a otros actores intervinientes porque se trataría de un caso de fuerza mayor, y son situaciones que 
van a estar establecidas en la reglamentación. Lo importante de esto es el derecho del usuario a ser 
indemnizado en casos de robo, expoliación, destrucción, pérdida, etcétera. La Ursec establecerá la 
cuantía mínima en base a la responsabilidad internacional que tenemos en el operador designado, 
pero no así en los operadores privados. Aquí se intenta unificar un poco la responsabilidad o hacer 
valer la responsabilidad de los privados en caso de no cumplir satisfactoriamente con el servicio. 


SEÑOR ABREU.- ¿Quién decide esto? 


SEÑOR JUBÍN.- Está dentro del procedimiento de reclamo por el que el usuario, frente a una demora, 
una expoliación, una pérdida, etcétera, inicia un procedimiento frente al prestador del servicio postal, el 
que dispondrá de 30 días. En el caso del operador designado internacionalmente, será de 60 días, 
pero en virtud de una norma interna, tenemos siete días para dar respuesta. A los 30 días el prestador 
está obligado a resolver si acoge o no la reclamación y, por lo tanto, deberá pagar la indemnización. 
Eso siempre quedará supeditado a la regulación de la Ursec. 


SEÑOR BORDABERRY.- Solamente quiero saber si entendí la inteligencia de este artículo. 


Entiendo que todos los operadores privados deben fijar previamente una cantidad, que será 
la que repondrán en el caso de pérdida, destrucción o hurto de los envíos postales, en cuyo caso el 
usuario sabe de antemano que si sucede esto se le reembolsará cierta cantidad de dinero; del mismo 
modo, si puso dentro del envío un chip con información por un valor de cientos de miles de dólares, 
ese será su problema porque asumió el riesgo. Así funciona, así está redactado y fue como lo entendí. 


SEÑOR JUBÍN.- Es correcto. Hasta el momento no lo hemos profundizado, pero es solo para aquellos 
envíos de trámite certificado que pagan determinada tasa y a los que se hace un seguimiento e 
identificación. 


SEÑOR ABREU..- Es claro, pero es discrecionalidad del prestador del servicio postal si hubo una causa 
de fuerza mayor o no. Entonces, sin perjuicio de eso hay un sistema y un procedimiento estable y un 
determinado criterio de indemnización o preindemnización para los que reclamen. Esto es parte del 
literal E) es decir, después de que se reclama se produce cierto trámite y se determina si corresponde 
o no, y es el propio servicio postal el que le dice a la persona si es pertinente o no el caso de fuerza 
mayor. Este es un criterio interno de administración de justicia, que es muy subjetivo y le deja abierto al 
usuario una vía privada o pública para reclamar. Quiero decir que comprendo y comparto la opinión de 
la doctora sobre que es importante establecer de antemano la máxima protección al usuario, dándole el 
mayor derecho para reclamar. Pero esto lo tenemos que hacer en un marco que sea lo más objetivo 
posible dejando siempre la posibilidad al usuario de seguir adelante. 


Finalmente, propongo que se sustituya el término “robo” por “hurto” en todo el articulado, 
porque el delito es el hurto y el robo es, por decirlo de alguna manera, una acepción popular. 


SEÑOR DE COLA.- En cuanto al planteo realizado en torno al caso de fuerza mayor, dentro del 
proceso de reclamación de un usuario con respecto a un operador postal podría llegarse a la solución 
de indicarle al usuario que la indemnización no procede por tratarse de un caso de fuerza mayor. Esto 
está vinculado al literal E), que establece que el usuario tiene derecho a ir a la Ursec a plantear su 
discrepancia con la atribución de caso de fuerza mayor que aduzca el operador postal. De manera que 


no es solamente el operador postal quien se arroga el establecer cuál es el criterio por el cual algo se 
considera “caso de fuerza mayor”. 


SEÑOR BORDABERRY.- Me cuesta pensar en la hipótesis de que el hurto no sea una causa de fuerza 
mayor cuando, obviamente, parecería serlo, salvo que no se hayan tomado las medidas mínimas para 
asegurar el asunto. Si no es así, uno podría ser cómplice y eso sería peor. Me animaría a decir que el 
hurto está más cerca de la fuerza mayor que de las otras causas que se vienen manejando. 


SEÑOR MARTÍNEZ.- Me gustaría saber cómo se maneja esta situación a nivel internacional. Por 
ejemplo, la caída del avión de Air Class -de la que recién hablamos- que tenía correspondencia, es 
claramente un caso de fuerza mayor, aunque alguien podría cuestionar que hayan contratado a esa 
empresa. 


En definitiva, ¿cómo se considera el hurto -no el robo- a nivel internacional, donde existe 
mucha experiencia, ya que en esto no creemos estar reinventando la pólvora? 


SEÑOR JUBÍN.- Esto fue tomado de la experiencia internacional, pero cuando hablamos de hurto, 
queremos cubrir la mala fama que tenemos todos los correos del mundo de que sus propios 
funcionarios hurten correspondencia, envíos y productos postales. Por lo tanto, queríamos que se 
incluyera a los propios operadores privados dentro de la responsabilidad del operador designado en 
esa categoría de hurto. 


SEÑOR ABREU.- En el punto 3 del literal G) se regula otro procedimiento adicional. Allí se dice: “El 
incumplimiento del pago de la indemnización reconocida al usuario, de acuerdo con lo establecido en 
este artículo, podrá dar lugar, a instancia de parte, a que la URSEC inicie un procedimiento contra el 
Prestador del Servicio Postal correspondiente”. ¿Cómo perciben este procedimiento? ¿Es contra el 
Servicio Postal desde el punto de vista monetario, de la indemnización? Además, como es a pedido de 
parte, ¿podría ser excluyente con respecto a una acción judicial o lo que fuere? Por ejemplo, yo como 
usuario podría pedirle a la Ursec que inicie un procedimiento o directamente ir a la Justicia Civil a 
presentar una demanda por daños y perjuicios. ¿Ese procedimiento es obligatorio u opcional? Imagino 
que cuando el procedimiento es contra el prestador del servicio postal, la Ursec actuará, diría, como un 
Poder Judicial y hará una investigación sobre cuáles fueron los elementos que determinaron la 
imposibilidad o la negativa de cumplir con la indemnización. ¿La Ursec está en condiciones de hacer 
todo eso? 


SEÑORA DOLINKAS.- No sé si soy capaz de responder todo lo que pregunta el señor Senador o si 
estaré a la altura de semejante cuestionamiento final. Pienso que cuando el propio Estado decide tener 
organismos reguladores, debe exigirnmos de alguna manera que cumplamos nuestra función; 
esperamos estar a esa altura. Ciertamente, tal como decía el doctor Jubín, esta es una de las tantas 
cosas que tenemos pensadas para la reglamentación. Como bien señala el señor Senador Abreu, lo 
hemos concebido como una instancia más; independientemente de lo establecido en el inciso anterior, 
la persona podría ir a la Ursec y ésta tendría la posibilidad de iniciar un procedimiento. Habría que ver 
todos los casos porque hemos discutido varios puntos; consideramos que la reglamentación va a traer 
una casuística asociada que nos hará pensar bastante más. Por eso tenemos premura en que este 
proyecto de ley se apruebe para echarle mano a eso. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Continúese con la lectura del artículo 6. 


SEÑOR SECRETARIO.- “H. Derecho a la propiedad de los envíos postales. La propiedad de un envío 
pertenece al remitente hasta el momento de la entrega al destinatario, quien deviene titular de la misma 
en ese momento. 


Mientras no se produce la entrega del envío, el remitente podrá, mediante el pago del precio 
correspondiente, recuperarlo o modificar su dirección, salvo en los supuestos de imposibilidad material 
y sin perjuicio de los derechos de otros sobre el contenido de los mismos. 


|. Derecho a la identificación del Prestador del Servicio Postal interviniente. Los Usuarios 
tendrán derecho a que, en la cubierta del envío, se identifique el Prestador del Servicio Postal que se 


hace cargo del mismo, así como la fecha en que se produce su admisión”. 


SEÑOR ABREU.- Cuando se expresa “tendrán derecho”, ¿quiere decir que es un derecho que puede 
ejercerse o simplemente es la obligación que se establece como contrapartida del derecho a que en 
cada cubierta del envío esté identificado el prestador del servicio? 


SEÑOR JUBÍN.- Señor Senador: es la segunda parte de su pregunta, o sea una obligación. 


SEÑOR MARTÍNEZ.- Entiendo que más que un derecho se trata de que el prestador del servicio postal 
deberá ser identificado. 


SEÑOR DE COLA.- Cada identificación de un derecho del usuario en la prestación del servicio postal 
deviene en una obligación de los prestadores. Aquí está planteado desde el punto de vista del usuario. 
Podemos cambiar la redacción y plantearlo como obligación. 


SEÑOR ABREU.- Cuando se expresa: “Derecho a la identificación del Prestador del Servicio Postal 
interviniente” se podría decir que, como contrapartida de este derecho, el Prestador del Servicio deberá 
poner en la cubierta del envío postal la fecha en que se produjo omisión o lo que fuere. ¿Ese es el 
sentido? 


SEÑOR JUBÍN.- En la arquitectura del proyecto de ley que planteó el grupo técnico estamos en el 
Capítulo 11! “Derechos y Obligaciones de los Usuarios del Servicio Postal”; de ahí que, como decía el 
Director de Dinatel, establecimos todo esto desde el punto de vista de los usuarios. Sin perjuicio de 
ello, después vemos que hay obligaciones por parte de los operadores privados, del operador 
designado, de las personas jurídicas. En la arquitectura del proyecto de ley primero hablamos de los 
usuarios, luego del regulador, posteriormente del operador designado, de los operadores privados y 
vamos marcando las obligaciones de cada uno de ellos. 


SEÑOR ABREU.- Voy a plantear un caso práctico. Si quiero hacer un reclamo por la destrucción o el 
hurto de un envío o una carta que debía recibir, necesito saber quién es el prestador social que realizó 
ese tipo de transporte. No debería tener que salir a averiguar quién es el que hizo el envío o cuál es el 
servicio contratado para poder defender mi derecho; en realidad, tendría que estar establecido en 
forma obligatoria en la cubierta del envío cuál es la empresa que realiza el servicio. Es decir que no se 
trata solo del derecho del usuario, sino que el prestador social tiene el deber de identificarse como tal 
para habilitar el ejercicio del derecho de la indemnización o del reclamo que pueda provenir del 
usuario. Si ese es el criterio, no puede quedar sujeto a la discrecionalidad, sino que debe estar 
establecido para garantizar el derecho del usuario. 


SEÑOR JUBÍN.- En primer lugar, si recibo un envío certificado, tengo que firmar acuse de recibo y ahí 
voy a tener la identificación. Más allá de eso, lo que se expone acá es que el envío debe contener la 
identificación del operador privado o público que lo tramitó y la fecha de su admisión, a fin de poder 
contabilizar la calidad del servicio prestado. 


SEÑOR BORDABERRY.- Entonces, sugiero pasar este literal | al artículo referido a las obligaciones 
del prestador del servicio postal. Como derecho que es, el titular del derecho puede renunciar a él y, en 
ese caso, cualquier prestador del servicio, cuando lleva el envío, directamente puede decir: “Fírmeme 
acá que usted renuncia a que me identifique”. Creo que debería establecerse como una obligación del 
prestador del servicio. 


SEÑOR MARTÍNEZ.- Me parece bien. 
SEÑOR ABREU.- Eso se puede extender al inciso J. 


SEÑOR JUBÍN.- En ese caso, también deberíamos incluirlo como obligación del operador designado, 
de los operadores privados y de las personas jurídicas habilitadas. Considero que tendríamos que 
repetir la obligación en los tres casos. 


SEÑOR BORDABERRY.- Las personas jurídicas habilitadas son aquellas que se prestan el servicio de 
envío a ellas mismas, por lo que tendrían que autoidentificarse. 


SEÑOR GARÍN.- Si a las personas jurídicas habilitadas no les exigimos que se identifiquen, cuando se 
recibe un envío no identificado se puede suponer que es por un operador no habilitado y, en realidad, 
es por una persona jurídica habilitada. Lo mismo sucede cuando una persona jurídica habilitada usa 
medios diferentes, es decir, utiliza al operador designado o a su propia gente para hacer la distribución. 
Si no tenemos identificado a uno u otro, el usuario no sabe si el envío fue realizado, por ejemplo, por el 
correo o directamente por Antel. 


SEÑOR BORDABERRY.- En realidad, yo estaba pensando en el primer usuario y no en el destinatario. 
En este caso, el primer usuario queda confundido; la misma persona jurídica habilitada viene a ser el 
equivalente al usuario que envía el servicio. El señor Garín tiene razón porque yo no había pensado en 
el usuario como destinatario. 


SEÑOR MARTÍNEZ.- Es decir que el inciso |. pasaría a la parte correspondiente a las obligaciones de 
los prestadores de servicios, aclarando que debe incluirse en tres lugares: en el operador designado, 
en los privados y en las personas jurídicas habilitadas. 


SEÑOR DE COLA.- Sugiero que les enviemos una nueva redacción, incorporando esto en los 
capítulos correspondientes. 


SEÑOR PRESIDENTE.- De acuerdo. 
Continúese con la lectura del literal J. del artículo 6*. 


SEÑOR SECRETARIO.- “J. Derecho a la prueba de depósito y entrega de los envíos certificados. Los 
Operadores Postales deberán facilitar al remitente de cualquier envío certificado, previo pago del 
importe que corresponda, el resguardo acreditante donde conste su número de certificado, la fecha y 
hora de su admisión y así como la entrega al destinatario. La reglamentación dispondrá el plazo de 
tales resguardos.” 


SEÑOR ABREU.- Los Operadores Postales deben facilitar el remitente de cualquier envío certificado, 
pero me pregunto qué sucede si no se realiza el pago previo del importe que corresponde. ¿Cómo 
queda el destinatario? 


SEÑOR JUBÍN.- Si el señor Senador Abreu quiere decir que la expresión es redundante, decimos que 
es cierto, porque no se va a admitir la prestación de un servicio si no hay pago previo. Entendiendo la 
posición del señor Senador se podría eliminar la expresión: “previo pago del importe que corresponda”. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Muy bien. 
Continúese con la lectura del literal K. 


SEÑOR SECRETARIO.- “K. Derecho de reexpedición y rechazo de los envíos postales. El destinatario 
podrá solicitar la reexpedición de sus envíos postales mediante el pago de la contraprestación 
económica que corresponda o podrá rechazarlos antes de abrirlos, de lo que el Operador Postal 
interviniente dejará constancia por escrito e informará al remitente, quien podrá reclamar la devolución 
del envío o disponer su abandono en los términos que reglamentariamente se establezca. Los 
derechos de reexpedición y de rechazo contemplados en este artículo no serán atendidos en los 
supuestos de imposibilidad material. En todo caso, el Operador Postal tendrá derecho a reclamar del 
remitente el pago de los gastos ocasionados.” 


SEÑOR ABREU.- Me pregunto si este aspecto no corresponde más a la reglamentación que a la 
propia ley, porque en realidad se trata de la reexpedición o rechazo de los envíos postales, es decir, de 
alguien que no quiere recibir. Por el avance de la modernidad y de la tecnología, tal vez este 
procedimiento podría tener algún ajuste en la propia reglamentación. Se dice que el Operador Postal 


interviniente “dejará constancia por escrito e informará al remitente”, pero ¿qué sucede si lo quiere 
hacer por e-mail o mediante mensaje de texto, sobre todo ahora que el Derecho Informático ha 
avanzado tan profundamente? Me parece que sería bueno establecer el “Derecho de reexpedición” - 
que ya me está costando digerir desde el punto de vista del idioma español- “y rechazo de los envíos 
postales” y dejar para la reglamentación todo lo relativo a la constancia por escrito y a informar al 
remitente, “quien podrá reclamar la devolución del envío”. Planteo esta interrogante porque ustedes 
son los que están al tanto del tema y saben si vale la pena incluir o no todo esto en la norma. 


SEÑOR JUBÍN.- Si el señor Senador Abreu nos está planteando hacer una enunciación del derecho y 
dejar el resto para la reglamentación, decimos que no habría problema. Haríamos una nueva 
redacción en la que se enuncie el derecho y dejaríamos las cuestiones prácticas para la 
reglamentación. 


SEÑOR PRESIDENTE.- De ser así, tendríamos una nueva redacción para los literales E, | y K. 


SEÑOR DE COLA.- Quisiera hacer una aclaración para ver si coincidimos con el enfoque del tema. 
Por mi parte, dejaría la indicación de que se debe hacer el pago. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Continúese con la lectura de los literales L y M. 


SEÑOR SECRETARIO.- “L. Derecho a la protección de los envíos no entregados. La reglamentación 
establecerá las reglas a seguir para los casos en que los envíos, por cualquier causa, no puedan ser 
entregados al destinatario o devueltos al remitente. 


M. Derechos a la información y presentación de reclamaciones, denuncias y escritos de las 
personas con discapacidad. Se garantizará, en los términos que reglamentariamente establece la Ley 
N?* 18.651 de 19 de febrero de 2010, la igualdad de oportunidades, no discriminación y accesibilidad 
universal de las personas con discapacidad. Los derechos de información, de presentación de 
reclamaciones, denuncias y escritos sobre los servicios postales, deben ser plenamente accesibles a 
dichas personas.” 


SEÑOR ABREU.- Justamente hoy hicimos una observación en la Media Hora Previa del Senado sobre 
la ausencia de reglamentación de la ley de discapacidad. En realidad, la ley ha sido aprobada pero no 
tiene reglamentación. La anterior estuvo veinte años sin reglamentar, y esta va camino a tener el 
mismo destino. Diría, entonces, que es importante que en el literal M, en lugar de: “en los términos que 
reglamentariamente establece la Ley”, se estableciera: “en los términos que establece la Ley” y no la 
reglamentación, porque esta todavía no fue elaborada. A su vez, donde dice: “Derechos a la 
información y presentación de reclamaciones, denuncias y escritos de las personas con discapacidad”, 
debería expresar: “Derechos a la información y presentación de reclamaciones de las personas con 
discapacidad de acuerdo a las disposiciones de la Ley”, porque las reclamaciones incluyen denuncias y 
no necesariamente deben hacerse por escrito. A una persona discapacitada hay que buscarle la 
posibilidad de que ejerza su derecho en forma cabal. Por ejemplo, a una persona parapléjica no se la 
puede obligar a hacer la reclamación por escrito. Esto se puede establecer en la reglamentación. 
Personalmente, confío más en que el Poder Ejecutivo reglamente esta ley que la que refiere a los 
discapacitados, por lo que me gustaría que al menos por la vía sectorial de este tema se pudiera 
brindar garantías a las personas que tienen una discapacidad, que en el Uruguay suman más de 
doscientas mil. 


Quisiera que esta normativa significara un avance frente a un criterio general que se está 
demorando y que abarca a mucha gente -sobre todo del interior del país- que tiene dificultades 
tremendas de movilización. 


SEÑOR MARTÍNEZ.- Quiere decir que en el literal M se eliminaría la expresión “denuncias y escritos” 
de los dos lugares donde aparece, y también el término “reglamentariamente”. 


SEÑOR ABREU.- Quizás lo mejor sería que la última oración del literal M. dijera: “Los derechos 
precedentemente establecidos deben ser plenamente accesibles a dichas personas”, para no repetir 
nuevamente la expresión “reclamaciones, denuncias y escritos”. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En suma, se desglosaron los literales E, | y K del artículo 6% a la espera de 
una nueva redacción. Por su parte, en el literal B. 2, luego de “abiertos por resolución”, se elimina 
“motivada de la autoridad”, y en el literal J se elimina “previo pago del importe que corresponda”. 
Luego, en el literal M se realizaron las modificaciones que recién fueron detalladas. 


SEÑOR MARTÍNEZ.- La primera frase del artículo 6% -antes del desarrollo de los literales- que dice: 
“Derechos. Los usuarios poseen los siguientes derechos”, se modificó por: “Derechos. Los usuarios 
tendrán los siguientes derechos”. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

-5 en 5. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

Léase el artículo 7. 
(Se lee:) 


SEÑOR SECRETARIO.- “Artículo 7. Responsabilidad subsidiaria. Los Usuarios que de mala fe 
contraten el servicio postal a operadores no registrados, que incumplan las disposiciones de la 
presente Ley o actúen de manera informal, serán subsidiariamente responsables de las infracciones 
que aquellos cometieran.” 


SEÑOR BORDABERRY.- En primer lugar, creo que esta norma debería figurar después del artículo 34, 
porque si establece responsabilidades subsidiarias tendría que estar donde se habla de infracciones. 
Me parece que acá queda un poco descolgada. 


En segundo término, hay una decisión política por la cual no voy a votar este artículo, ni aquí, 
ni después del artículo 34: me parece que es demasiado genérico y las infracciones son muchas. Si un 
día una persona comete una infracción, quizá se encuentre con que es responsable de una cantidad de 
cosas que son mucho más grandes de lo que parece. Por ejemplo, si se contrata a alguien sin factura - 
supongo que será la situación que se querrá sancionar o incentivar para que no se haga- y, de pronto, 
ese alguien cometió otra cantidad de infracciones y le ponen una multa enorme como la que prevé el 
artículo 33, que va de 5.000 a 500.000 Unidades Indexadas, se termina siendo subsidiariamente 
responsable. Me parece una exageración ponerlo con esta generalidad. Entiendo que quien no reclama 
la factura debe ser incitado a hacerlo -supongo que es lo que se pretende- pero quienes creemos en el 
Estado de Derecho y la razonabilidad consideramos que no podemos darle a la Administración un 
elemento de este tipo. Si se gradúa lo acompaño, pero de lo contrario no; además, como dije antes, 
creo que donde está ubicado este artículo queda descolgado. 


SEÑOR ABREU.- ¿Quién califica la mala fe respecto de la contratación del servicio postal por parte de 
un usuario? Planteo esta pregunta, porque este elemento define el grado de responsabilidad 
subsidiaria. Recién recibimos a algunos actores privados que piden que además de subsidiarios sean 
solidarios, porque obviamente su lucha es tratar de combatir la informalidad hasta con fusilamiento, por 
ser redundante. Por eso, insisto: ¿quién califica la mala fe? Es obvio que el usuario no solo va a estar 
recibiendo correspondencia, sino que va a tener tantas obligaciones que tendrá que hacer un curso 
intensivo para salvarse de ser subsidiariamente responsable de las infracciones. Dicho de otra manera, 
además de que no sabe quién califica la mala fe, va a tener que pagar. 


Comprendo cuál es el objetivo, pero considero que hay que buscar un marco adecuado, 
porque si no nos vamos para el otro lado y se hace que sea también solidario. 


SEÑOR JUBÍN.- Al parecer hay un consenso -salvo por el Senador Bordaberry, que manifestó que si lo 
atenuamos podría acompañar el artículo- en el sentido de que es necesario marcar una 


responsabilidad del usuario que de mala fe -así lo redactamos- o a sabiendas contrata a un 
operador cuyo precio es menor que el establecido, más el IVA correspondiente. 


SEÑOR ABREU.- Pero ¿quién le dice a alguien si es subsidiario? 


SEÑOR JUBÍN.- Cuando existía el porte postal, había operadores privados que se presentaban a 
licitaciones públicas con un precio inferior al del porte postal que tenían que poner. Ahora tenemos 
casos en que operadores privados compiten deslealmente porque cobran menos de lo que deberían 
pagar, no facturan o cometen alguna otra infracción. Acá no estamos pensando en doña María del 
Barrio que lleva su correspondencia y que no puede leer un fárrago de enunciaciones que tiene el 
operador privado a la vista al público, que no sabe y que no entiende. Creemos que en esa 
circunstancia doña María del Barrio no estaría actuando de mala fe ni a sabiendas; el espíritu apunta a 
combatir la informalidad. Sin duda, se puede atenuar la redacción, buscando una nueva que pueda 
satisfacer a la Comisión, pero lo que les pediríamos es que nos orienten para lograr un consenso. 


SEÑOR DE COLA.- El artículo está ubicado en el Capítulo Ill “Derechos y Obligaciones de los 
Usuarios de Servicios Postales”. 


SEÑOR GONZÁLEZ.- El artículo refiere a aquellos usuarios que contratan el servicio postal a 
operadores no registrados. Esto se complementa con la obligación que van a tener los prestadores de 
identificar en sus envíos cuál es el prestador que está brindando el servicio. En este caso, la mala fe 
recaería en el usuario que, a sabiendas de que el prestador tiene que estar identificado, va a 
tramitarle su envío e igual lo contrata a pesar de que no tenga la identificación. En ese sentido, 
hablamos de mala fe o desconocimiento de que ese no es un operador registrado. Es complementario 
con la obligación de los prestadores de identificar los envíos. 


SEÑOR BORDABERRY.- Mi preocupación apunta a aquel usuario que contrata dentro de la legalidad y 
que no tiene posibilidad ni condiciones como para ver si el operador está registrado o si está 
cumpliendo con la ley. Acá hay una cantidad de obligaciones que se tienen que cumplir. El que va a 
contratar un servicio postal pide que se le dé la factura y que se le pague el IVA, es decir que supone 
que se están pagando los impuestos, pero si después resulta que esa empresa que brinda el servicio 
estaba incumpliendo la ley y es sancionada con una multa de equis unidades reajustables, estaríamos 
estableciendo una responsabilidad subsidiaria porque el usuario actuó de mala fe, pero: ¿qué es de 
mala fe? Se podrá decir que tenía que saber, pero ahí entramos en la casuística. Creo que esto 
debería apuntar -y así estaría dispuesto a acompañarlo- a quienes contratan a los que actúan de 
manera informal, y al usar la palabra “informal”, me refiero a aquel que ni siquiera da una factura. En 
función de la Ursec, si se están prestando servicios, facturándolos y recibiendo dinero sin estar 
registrado e incumpliendo las normas, que se sancione a la persona que está haciendo eso y no al 
usuario que lo contrató legalmente. Yo entiendo que se diga que las grandes empresas que hacen los 
grandes envíos deberían controlar esto, pero estoy pensando, por ejemplo, en la Barraca Giordano en 
Durazno, es decir, en el pequeño o mediano comerciante que contrata y que, además, no tiene ni por 
qué saber si el otro está cumpliendo o incumpliendo. Un día se le dice a esa persona que actuaba de 
mala fe porque se le cobraba mucho menos de lo que le cobrarían otros y que debería estar enterada 
de eso, y dicha persona se ve metida en un lío. 


Entonces, pienso que quizás si limitamos esto -esta es la consulta que hago- a los que actúan 
de manera informal y eliminamos lo referente a los operadores no registrados, etcétera, podría 
acompañar este texto; de lo contrario, me parece que se trata de poner en la picota a una cantidad de 
pequeñas y medianas empresas que no tienen posibilidad de controlar. 


SEÑOR JUBÍN.- Teniendo en cuenta los aportes que me están realizando en este momento, debo 
decir que el operador no registrado es un informal, por lo que estaríamos hablando de algo específico y 
algo genérico. Por tanto, si el equipo técnico me apoya, creo que podríamos estar de acuerdo en dejar 
la informalidad tal como sugería el Senador Bordaberry. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quisiera hacer una aclaración. Tengo la sensación de que la Oficina de 
Planeamiento y Presupuesto, el Correo y el Ministerio de Industria, Energía y Minería han trabajado 
estupendamente bien sobre este proyecto de ley. Quiero decir que yo estoy haciendo el esfuerzo por 


acompañar esta iniciativa y, en realidad, ya contamos con los votos necesarios. En realidad, cuando 
leemos este texto lo que estamos haciendo es intentar conseguir el máximo acuerdo posible. 


SEÑOR ABREU.- ¿El señor Presidente está preguntando si nosotros vamos a acompañar el proyecto? 


SEÑOR PRESIDENTE.- No, no es eso. Simplemente quiero dejar constancia de que estoy haciendo el 
mismo esfuerzo que el doctor Jubín en cuanto a conseguir acuerdos sobre cada uno de los artículos. 
Desde ese punto de vista, le pido al doctor Jubín que se dé la libertad de ayudarnos a que haya 
acuerdos entre nosotros. 


SEÑOR ABREU.- Quiero decir que estoy preocupado por el tema del usuario, quien por lo general, en 
estos casos es el más desvalido. Quizás el usuario que recibe un determinado servicio postal es el 
que está en las condiciones menos favorables como para poder controlar. Hay tantos destinatarios de 
estos servicios en el interior del país, donde hay problemas hasta de analfabetismo, que no se puede 
decir a una persona que tiene que controlar esto y lo otro, y luego un día decirle que actuó de mala fe, 
porque no leyó tal cosa y trabajó con un operador no registrado. 


En definitiva, a mí me parece muy bien perseguir y desalentar la informalidad al máximo 
posible, porque es la garantía de la competencia -seguramente este texto obedece a 
que ustedes saben cuál es la combinación que existe entre el usuario y un servicio irregular, informal- 
pero no castigando al usuario, o haciéndolo subsidiariamente responsable de las infracciones. De esa 
manera iríamos tras el más desvalido, y esto puede llegar a compararse con el abigeato, que antes era 
un delito aislado y ahora es un crimen organizado. En tal sentido, quizás ustedes conocen algunos 
aspectos más complejos de esta actividad. 


SEÑOR MARTÍNEZ.- Hay acuerdo en que el objetivo de este artículo apunta a combatir la 
informalidad. 


SEÑOR JUBÍN.- Voy a leer un proyecto de redacción del artículo 7? que luego el equipo técnico podrá 
pulir. Dice así: “Artículo 7”.- Responsabilidad subsidiaria. Los usuarios que contraten el servicio postal a 
prestadores que actúen de manera informal, serán subsidiariamente responsables de las infracciones 
que aquellos cometieran en la prestación de dicho acto del servicio postal.” Se trata de dejar 
claramente establecido que se refiere a la informalidad, que solamente está acotado a la prestación de 
ese acto que el usuario está haciendo y no a las demás irregularidades que pueda estar cometiendo el 
Operador postal. 


SEÑORA DOLINKAS.- Creo que todos estamos hablando de lo mismo, porque en realidad lo que 
pretendía señalar mi compañero Luis González cuando hizo referencia a los operadores no 
registrados, era que nosotros concebimos con ese nombre a los informales. 


Me parece importante que más allá de la redacción que recién se propuso, el texto exprese: 
“informales no registrados”. Digo esto porque ustedes están pensando en un usuario como doña María 
o don José, es decir, una persona física, y es lógico que tengan cualquier tipo de temor, pero cuando 
trabajamos este tema, nosotros pensamos en usuarios que son grandes clientes, a quienes claramente 
se les va a ofrecer un negocio y tienen claro qué es lo que están dejando de lado y qué es lo que se 
incumple. Entonces, es más fácil probar que una persona que vive en el medio del campo -que está 
desvalida y no tiene cómo saber las condiciones del prestador- ha sido engañada, a que una empresa 
grande desconozca las condiciones de prestaciones de los operadores que tienen que registrarse. De 
todas maneras, me gustaría decir que desde hace bastante tiempo en Ursec estamos haciendo una 
campaña importante en todos los organismos públicos y empresas de todo tipo -privadas, públicas y 
Ministerios- recordándoles permanentemente a los operadores postales que están habilitados para 
trabajar y que hay una nómina a la que se puede acceder y tener las máximas garantías. Digo esto 
porque a nosotros nos preocupan las garantías de todos y, por supuesto, proteger al más desvalido, 
pero acá el que se beneficia más es el gran empresario, que sabe que está participando en una 
licitación y dando ese reparto de facturas a una persona que está incumpliendo con la ley. Esta es la 
idea que tuvimos cuando trabajamos este tema. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Creo que es conveniente desglosar este artículo. 


SEÑOR BORDABERRY.- También me preocupa esta situación de hecho, porque las personas 
jurídicas habilitadas prestan sus servicios a usuarios, y si esa persona jurídica habilitada no se registró 
y brindó el servicio, ¿puede ser responsabilizado subsidiariamente, de acuerdo a cómo está redactado 
el texto? No, porque no actuó de mala fe, salvo que lo supiera. 


Creo que debería concretarse mucho más cuando empezamos a hablar de la responsabilidad 
subsidiaria de los ciudadanos comunes. Esa es nuestra preocupación más grande, porque desde un 
tiempo a esta parte el Estado, en muchas áreas, termina pasándoles sus problemas de control a los 
propios particulares. En lo personal no estoy de acuerdo con esto porque el Estado no es eficiente, 
pasa su ineficiencia a los particulares y los carga con una cantidad de tareas. Es una cuestión 
filosófica. No se trata de que estemos a favor de la informalidad, sino todo lo contrario, pero sí estamos 
en contra de que se les pase una tarea del Estado a los particulares. 


SEÑOR DE COLA.- El artículo habla de los que contraten el servicio y no de los que sean sus 
destinatarios. En el caso de las personas jurídicas habilitadas, los usuarios son siempre destinatarios; 
no contratan el envío postal. Por lo tanto, no se daría la casuística que se plantea. 


SEÑOR MARTÍNEZ.- Creo que ha habido aportes interesantes a ser considerados y nuestros invitados 
tienen la dura tarea de resumir en la redacción todos los componentes que se han planteado. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Léase el artículo 8*. 
(Se lee:) 


“Artículo 8. Obligaciones. Los usuarios deberán poner, a disposición de los funcionarios 
designados al efecto por la URSEC, toda la información o documentación que les fuera requerida 
acerca de la contratación de servicios postales”. 


-En consideración. 


SEÑOR BORDABERRY.- Creo que este artículo es, nuevamente, muy amplio, porque dice “toda la 
información o documentación que les fuera requerida acerca de la contratación de servicios postales”. 
¿Qué es esto? ¿No hay secreto comercial o empresarial? Cuando lo leí, me pareció muy amplio. Estoy 
de acuerdo en que se exija toda la información necesaria para controlar que se cumpla con las 
disposiciones de la ley, pero no información empresarial, etcétera. 


SEÑOR JUBÍN.- Creo que, en la casuística, la única información que va a tener el usuario es el recibo 
de haber impuesto una correspondencia de un determinado operador. No va a tener otra información 
respecto a la prestación del servicio postal. La norma no se refiere a la información comercial, tributaria 
ni nada por el estilo. 


SEÑOR BORDABERRY.- Si se me acerca una redacción que diga de una forma sencilla lo que acaba 
de resumir el doctor Jubín, la voto con mucho gusto. 


SEÑOR ABREU.- Ahora me surge la duda respecto a la distinción entre usuario y destinatario. Creo 
que tenemos que ver el alcance que le vamos a dar a la definición de usuario para evitar que la 
subjetividad, o lo que fuera, al interpretar la mala fe, termine yendo más allá de la persecución o el 
combate a la informalidad. El destinatario, para mí, es usuario; entonces, cuando se habla de “usuario”, 
ya se lo incluye en el concepto de mala fe y no se distingue a las grandes empresas o importantes 
usuarios que buscan beneficiarse por la vía de la informalidad, como seguramente ocurre en la 
realidad. Como el criterio es general, tampoco se puede decir que, porque se trata de determinado 
usuario, no tiene mala fe. 


La subjetividad en materia de ley, de infracción y solidaridad, tenemos que manejarla con 
mucha estrictez porque si no lo hacemos así, más allá del espíritu de justicia que pueda animarnos, 
podemos crear enormes injusticias en el tratamiento diferencial de los derechos del ciudadano, del 
usuario, simplemente hasta por la buena intención de sancionarlo o no. 


Muchas gracias, señor Presidente. 


SEÑOR JUBÍN.- Estrictamente, en la distinción entre usuario y destinatario, el usuario genérico está 
comprendido por dos categorías: este puede ser remitente o destinatario; cualquiera de las dos utiliza 
el Servicio Postal. 


SEÑOR DE COLA.- Yo me refería a que dentro de la categoría general de usuario, que pueden ser 
cualquiera de los dos, el artículo 7* se refiere a los que contraten, o sea, a los remitentes. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Estamos en condiciones de votar o los vamos desglosando? 
SEÑOR ABREU.- Para darle sentido, propongo desglosar los dos y luego vemos cómo los encaramos. 


SEÑOR JUBÍN.- Disculpe, señor Presidente, pero no me queda claro cuál es la nueva redacción del 
artículo 8*. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Según lo que comprendí de lo dicho por el señor Senador Bordaberry, toda la 
información o documentación sería demasiado general y él quería restringirla. 


SEÑOR BORDABERRY.- En la forma sugerida por el doctor Jubín. 


SEÑOR ABREU.- Disculpe, señor Presidente. Pero sigo insistiendo en la interrogante sobre quién es el 
que define la mala fe. 


SEÑOR JUBÍN..- ¿Entonces, estamos en el artículo 7%? 
SEÑOR ABREU..- Así es. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Pero ese artículo lo vamos a desglosar, señor Senador. 


SEÑOR ABREU.- Bien, señor Presidente. Pero me gustaría que quedara como parte de la 
preocupación para la redacción. 


Me gustaría saber quién es el titular de la definición de mala fe, ya que es el que define la 
infracción. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Vamos a tratarlo nuevamente, así que va a tener una nueva oportunidad, 
señor Senador. 


Me gustaría saber en qué quedamos con el artículo 8%, doctor Jubín. 
SEÑOR JUBÍN.- Tengo entendido que se va a desglosar para hacer una nueva redacción. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Ingresamos en la consideración del artículo 9*. 
SEÑOR SECRETARIO.- “Capítulo IV 
Servicio Postal Universal (SPU) 


Artículo 9. Alcance. El Servicio Postal Universal comprende la admisión, el procesamiento, el 
transporte y la distribución de envíos o productos postales básicos definidos en el Convenio Postal 
Universal de las Actas de la UPU internalizadas por ley. 


El SPU incluye: 
os envíos prioritarios y no prioritarios de hasta 2 kilogramos; 
as cartas, las tarjetas postales, los impresos y los pequeños paquetes de hasta 2 kilogramos; 
os cecogramas de hasta 7 kilogramos; 


las sacas especiales que contienen diarios, publicaciones periódicas, libros y documentos impresos 
similares, consignados a la dirección del mismo destinatario y con el mismo destino, denominadas 
«sacas M»», de hasta 30 kilogramos. 


as encomiendas postales de hasta 20 kilogramos”. 


SEÑOR ABREU.- Reitero mi preocupación, porque ahora estamos frente al concepto de producto 
postal. Entonces, definido el Convenio Postal Universal, tenemos envíos, artículos y productos 
postales. Entonces, ¿estos tres temas son diferentes o el producto postal involucra una definición que 
puede incluir, por ejemplo, el artículo al que se hace referencia en varias disposiciones del proyecto de 
ley? 


El producto postal básico parece que está definido en el Convenio Postal Universal. Ese 
producto postal básico ¿tiene la capacidad de unificar lo que contiene el Convenio Postal respecto de 
los envíos, artículos o, simplemente, lo que agregamos quizás son casuística o redacción propia? ¿Hay 
una terminología o una definición legal precisa a la que nos podamos ajustar en el Convenio Postal sin 
transmitir algún tipo de duda respecto al artículo, contenido, envío o lo que fuere? 


Muchas gracias. 


SEÑOR JUBÍN.- Voy a solicitar al señor Presidente que le dé el uso de la palabra al contador Fernando 
Garín, uno de los pocos expertos uruguayos -son solo tres- en el Pidep, quien también explicará el 
significado de esta sigla. 


SEÑOR GARÍN.- Si bien estamos hablando de envíos o de productos postales, aquí hacemos 
referencia a la casuística, que está taxativamente expresada en el artículo 12 del Convenio de las 
Actas de la UPU, donde figura una lista que contiene envíos prioritarios y no prioritarios. Quiere decir 
que no estamos anexando nada. En cambio, en lo que tiene que ver con las encomiendas postales, 
hicimos un resumen, ya que en la primera versión se establecía que “los países miembros se ocuparán 
asimismo de la admisión, el tratamiento, el transporte y la distribución de las encomiendas postales de 
hasta 20 kilogramos”. Nosotros establecimos eso en el literal E, pero no estamos innovando; 
simplemente estamos expresando lo que taxativamente establece el artículo 12 del Convenio de las 
Actas de la UPU, que fue ratificado por Uruguay. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el artículo 9". 
(Se vota:) 

-5 en 5. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

Léase el artículo 10. 
(Se lee:) 


“Artículo 10. Condiciones de prestación. El Estado se obliga a la prestación del SPU en el 
territorio nacional en las condiciones y los niveles de calidad que establezca la reglamentación a ser 
dictada por el Poder Ejecutivo. 


Dichas condiciones y niveles de calidad se expresan en términos de frecuencia, tiempos de 
entrega, confiabilidad y seguridad. 


La prestación del SPU así como las relaciones de los Usuarios con el Operador Designado, se 
regirán por los principios de equidad, no discriminación y continuidad.” 


-En consideración. 


SEÑOR ABREU.- Hay un tema muy importante sobre el cual hemos querido discutir: el concepto de 
territorio nacional. Por suerte el Poder Ejecutivo estableció una definición de territorio nacional que 
abarca mucho más que el territorio físico. Me gustaría saber cuál es el alcance del servicio postal con 
relación al concepto de territorio nacional. Pregunto esto porque, por ejemplo, tenemos una base 
antártica que no forma parte del territorio nacional porque se enmarca dentro de una Convención de las 
Naciones Unidas, pero allí hay autoridades nacionales. ¿Llega hasta ahí el servicio postal? 


SEÑOR JUBÍN.- Cuando cursamos Derecho Constitucional en segundo año de Facultad, estudiamos a 
un señor llamado Hans Kelsen, quien nos enseñó que el territorio nacional tiene varios componentes: 
el subsuelo, el suelo, el espacio aéreo y el marítimo. Las embajadas son una ficción, así como también 
lo es la base antártica, aunque en este caso -y me arriesgo a dar una opinión personal- podría llegar a 
entenderse que el servicio postal universal la comprendería. Sin embargo, no le encuentro practicidad, 
porque desde el punto de vista pragmático no es relevante. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el artículo 10. 
(Se vota:) 

-5 en 5. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

Léase el artículo 11. 
(Se lee:) 


“Artículo 11. Operador Designado. La ANC es el único organismo del Estado competente y 
designado para cumplir con el SPU.” 


-En consideración. 


SEÑOR BORDABERRY.- En virtud de que se establece que es el único organismo designado 
competente para cumplir con el servicio, me gustaría saber si los privados pueden hacerlo. 


SEÑORA PÉREZ MONTERO.- No, no pueden. 


SEÑOR BORDABERRY.- Me pregunto cómo afecta el Servicio Postal Universal a las empresas 
públicas que se autoprestan el servicio o, más que nada, que ingresarían como personas jurídicas 
habilitadas. ¿Las afectaría o no? Voy tanto para adelante y para atrás, que estoy perdido. 


SEÑOR DE COLA.- El Servicio Postal Universal, tal cual está definido en este capítulo -es lo que el 
Estado se autoimpone para prestar a todos los habitantes de la República- será brindado por un 
operador designado. Este artículo define que ese operador designado es la Administración Nacional 
de Correos, que es un organismo del Estado. Entonces, los particulares, los privados, están excluidos 
de brindar el Servicio Postal Universal, lo que no quiere decir que no puedan prestar un servicio 
similar, pero no tendrán las obligaciones ni todas las características de cobertura, calidad, entrega y 
demás que estarán definidas para el SPU; no es que el único que pueda enviar correspondencia o 
paquetes hasta dos kilogramos sea la Administración Nacional de Correos. 


Las personas jurídicas habilitadas no están brindando un Servicio Postal Universal dado que 
no prestan un servicio a terceros, sino que cuentan con un servicio de distribución propia hacia 
terceros, pero como usuarios destinatarios y no como usuarios contratantes. Por lo tanto, este punto no 
afecta lo que tiene que ver con la actividad que hoy por hoy llevan adelante, particularmente, 
empresas del Estado que distribuyen facturas o ese tipo de envíos. 


SEÑOR BORDABERRY.- He tratado de conjugar los artículos de la ley; se dice que la Administración 
Nacional de Correos es el único organismo del Estado competente y designado para cumplir con el 
Servicio Postal Universal, aquel que el Estado asegurará a todos sus habitantes en todo el territorio 
nacional en forma permanente, con la calidad adecuada y a precios accesibles. Ahí no señala que para 
asegurarlo solamente pueda hacerlo a través de una entidad estatal; precisamente es eso lo que 
motiva mi interrogante porque cuando combino este artículo 11 con el literal F del artículo 5 advierto 
que el Servicio Postal Universal lo debe asegurar el Estado, ya sea a través de la Administración 
Nacional de Correos o de particulares que quieran brindar este servicio, que es postal universal, pero 
aquí se establece que la Administración Nacional de Correos es el único organismo del Estado 
competente y designado para cumplir con el Servicio Postal Universal. Entonces, parecería que la idea 
es que en realidad el único competente designado para cumplir con el SPU sea la Administración 
Nacional de Correos. El señor Senador Couriel se ríe porque siempre pregunto y me respondo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Generalmente; es una suerte para el señor Senador Bordaberry. 


SEÑOR BORDABERRY.- Solamente quiero confirmar la duda de interpretación y que me digan si es 
correcta o no. En ese caso, yo no estaría de acuerdo; pero lealmente tengo que decirlo: si es lo que se 
está queriendo, se está haciendo mal y esto es una cuestión filosófica de fondo frente a este tipo de 
cosas. Quería aclararlo lealmente, que es la forma como trabajamos en esta Comisión. 


SEÑOR DE COLA.- La respuesta es sí. Lo que establece este artículo es que hay un solo operador 
designado y es la Administración Nacional de Correos. 


SEÑOR ABREU.- ¿Es exclusivamente la ANC? 


SEÑOR BORDABERRY.- La ANC es el único organismo competente designado por la SPU. Lo 
redactan así. Le estoy haciendo los deberes al enemigo. Yo no lo voto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar el artículo 11. 
(Se vota:) 
-3 en 5. Afirmativa. 
Léase el artículo 12. 
(Se lee:) 
“Artículo 12. Obligaciones del Operador Designado. El Operador Designado deberá: 
Sumplir los parámetros de calidad definidos por el Poder Ejecutivo. 


Prestar el servicio, sin discriminación alguna entre los Usuarios que se encuentren en condiciones 
análogas. 


No interrumpir ni suspender el servicio, salvo en casos de fuerza mayor, caso fortuito o cuando razones 
de orden público lo impidan. 


La ocurrencia de dichos eventos deberá ser justifica ante la URSEC. 


Llevar contabilidad analítica separada y debidamente auditada que permita conocer el costo total de la 
prestación de los diferentes servicios, de modo que se diferencien en forma clara el costo de la 
prestación del SPU del costo de la prestación de otros servicios. El Poder Ejecutivo, con el 
asesoramiento de la URSEC, establecerá el plan de cuentas y las normas que posibiliten el contralor 
económico y financiero de los servicios mencionados. 


nformar a los Usuarios de las condiciones de acceso al SPU, con referencia a cobertura geográfica, tipo 
de servicios, tiempos de entrega y tarifas aplicables a cada uno. 


No utilizar las fuentes de financiamiento del SPU para financiar el resto del servicio postal que preste en 
régimen de competencia y fuera del ámbito del SPU.” 


SEÑOR ABREU.- Por tanto el artículo 12 se refiere a que el operador designado es exclusivamente el 
organismo del Estado y respecto a él se establecen esta serie de aspectos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Así es, señor Senador. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

-5 en 5. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

Léase el artículo 13. 
(Se lee:) 


“Artículo 13. Costo total de las Obligaciones de Prestación del SPU. El Operador Designado 
remitirá a la URSEC, dentro de los primeros 90 (noventa) días de cada ejercicio, la información exigida 
en el artículo 12 Lit. D). En un plazo máximo de 60 (sesenta) días inmediatos siguientes, la URSEC 
verificará la misma y determinará el costo total de las obligaciones de prestación del SPU del año 
anterior impuestas al Operador Designado.” 


-Debería agregarse “de la presente ley” luego de “exigida en el artículo 12 Lit. D). 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 
-5 en 5. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
Léase el artículo 14. 
(Se lee:) 


“Artículo 14. Fuentes de Financiamiento. El costo total de las obligaciones de prestaciones 
del SPU se cubrirán con: 


-Os ingresos por ventas del Operador Designado debidos a la prestación del SPU. 
-a Tasa de Financiamiento del SPU. 


El aporte del Estado dispuesto en las Leyes de Presupuesto o Rendiciones de Cuentas con la finalidad 
de compensar la diferencia entre el costo total de prestación del SPU y los ingresos definidos en los 


Lits. Aa C del presente Artículo. 
as donaciones y legados realizados por cualquier persona física o jurídica con destino al SPU. 


El producido de dichos conceptos constituirá un Fondo que será gestionado y contabilizado en 
forma separada por el Operador Designado. Los eventuales rendimientos derivados de las operativas 
financieras realizadas con las disponibilidades del Fondo se integrarán al mismo”. 


SEÑOR JUBÍN.- Quiero decir que se leyeron los literales en forma desordenada, por lo que se deben 
poner en forma alfabética. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se puso de esta manera para poderlos, digamos, enfrentar en el comparativo 
que se entregó a todos los integrantes de esta Comisión; luego figurarán correctamente. 


SEÑOR BORDABERRY.- Le hice llegar a los miembros de la Comisión, como también a nuestros 
visitantes, un análisis sobre los motivos por los cuales entiendo que esto no es una tasa. Para abreviar 
los tiempos, solicito que se lo incluya en la versión taquigráfica. 


(Texto del documento presentado por el señor Senador Bordaberry:) 


“¿EL TRIBUTO QUE SE CREA EN EL PROYECTO DE LEY DE ACTIVIDADES POSTALES ES UNA 
TASA? 


Pedro Bordaberry 
1.- Introducción 


El proyecto de ley que regula las actividades postales se encuentra a estudio de la Comisión de 
Industria del Senado. 


Por el artículo 16 del referido proyecto se crea una Tasa de Financiamiento del Servicio Postal 
Universal (SPU). 


En la Comisión se planteó la duda acerca de si ese tributo se trata de una Tasa o un Impuesto. 


Determinar si se trata de uno u otro puede tener repercusiones el día de mañana e incluso alentar o 
desalentar acciones contra la norma a aprobarse. 


De ahí la necesidad de analizar cuidadosamente qué tipo de tributo es. Es lo que se intentará hacer a 
continuación. 


2.- El Tributo que se pretende crear.- 


El tributo que se pretende crear es llamado en el proyecto: “Tasa de Financiamiento del Servicio Postal 
Universal” (art. 16). 


Por ende se le asigna la condición de Tasa (el Código Tributario distingue tres tipos de tributos: 
impuestos, tasas y contribuciones). 


La tasa que se propone crear deberá ser abonada por todos los Usuarios de los Servicios postales y 
las Personas Jurídicas habilitadas de acuerdo con la ley. 


Usuario del Servicio Postal de acuerdo con la ley proyectada “es toda persona física o jurídica 
beneficiaria de la prestación de un servicio postal como remitente o como destinatario y titular de los 


derechos inherentes a esa condición”. 


Persona Jurídica habilitada es de acuerdo con la ley “aquella persona jurídica que, previo permiso del 
Regulador, realice envíos postales con personal propio o por terceros habilitados, con destino a un 
tercero ajeno a ellas. Interviniente en todo el proceso postal o en alguna etapa del mismo”. 


Los Usuarios deberán abonar el 10% del precio del envío y las personas jurídicas habilitadas $ 3,36 
por carta y $ 15 por paquete. 


El destino del referido tributo es “nutrir” (financiar) el Fondo de Financiamiento del Servicio Postal 
Universal (junto con otros recursos como los ingresos por ventas del Operador Designado, los aportes 
del Estado, las donaciones, los legados y los rendimientos derivados de operativas financieras. 


Este destino está establecido a texto expreso en el artículo 15. 
3.- El Fondo de Financiamiento 


El Fondo de Financiamiento, al que se destina la totalidad del producido de la denominada Tasa de 
Financiamiento, tiene como objeto “compensar la carga financiera que conlleva el cumplimiento de las 
obligaciones del Servicio Postal Universal”. 


Cabe señalar que una cosa es el Servicio Postal (procesamiento, transporte, distribución o entrega de 
envíos o productos postales) y otra distinta el Servicio Postal Universal. 


El Servicio Postal Universal es aquel servicio de calidad que el Estado asegurará a sus habitantes en 
todo el territorio nacional en forma permanente y a precios asequibles. 


Por el artículo 11 de la ley se designa a la Administración Nacional de Correos como único organismo 
del Estado competente para cumplir con el Servicio Postal Universal. 


Como quien asume el Servicio Postal Universal está asegurando un servicio de calidad a todos los 
habitantes, en forma permanente y a precios asequibles, es que se forma el Fondo de Financiamiento 
del mismo. 


De esa forma se le compensa a quien presta ese Servicio Universal por el costo de tener que asumir 
servicios que no sean rentables. 


4.- Los obligados al pago del Tributo que se crea. 


Estarán obligados al pago del tributo denominado Tasa de Financiamiento, todos los usuarios del 
Servicio Postal que reciban servicios postales del Operador Designado (la Administración Nacional de 
Correos) y aquellos que no reciban servicios de estos sino de terceros. 


También estarán obligados al pago del tributo referido las personas jurídicas habilitadas. 
5.- Definición de Tasa. 


De acuerdo con el artículo 12 del Código Tributario Tasa es “el tributo cuyo presupuesto de hecho se 
caracteriza por una actividad jurídica específica del Estado hacia el contribuyente; su producto debe 
guardar una razonable equivalencia con las necesidades del mismo”. 


El antecedente de esta norma, según enseñan Ramón Valdés Costa, Nelly Valdés de Sayagués y 
Eduardo Sayagués Areco, es el Modelo de Código Tributario para América Latina. 


Este Código fue preparado en 1967 por el propio Ramón Valdés Costa, Carlos Giuliani Fonrouge y 
Rubens Gomes de Souza (Código Tributario Anotado. FCU, 5? Edición, 2002, página 110). 


El antecedente de la definición de Tasa está contenido en el artículo 16 del Modelo de Código 
Tributario para América Latina. 


Este es casi repetido literalmente por el art. 12 de nuestro Código, salvo en lo que refiere a la 
prestación de actividad por parte del Estado. 


Mientras el Modelo de Código habla de prestación efectivo o potencial de un servicio por parte del 
Estado, nuestro artículo 12 es claro en cuanto reclama una actividad específica pero no potencial. 


Esto es destacado por los Profs. Valdés Costa, Sayagués y Valdés de Sayagués en la página 217 del 
trabajo ya citado. 


6.- Los Elementos caracterizantes de la Tasa.- 


En sus obras “Las Tasas en la Hacienda Pública” y “Las Tasas”, respectivamente, Gabriel Giampietro 
Borrás y Ramón Valdés Costa, coinciden en cinco elementos que caracterizan a la Tasa y la diferencian 
de otros tributos y del precio. 


6. a.- Naturaleza del Servicio.- 


La naturaleza del Servicio por el que se percibe la tasa es una actividad jurídica y no una actividad 
económica. 


El punto había merecido discusión antes de aprobarse el Código Tributario pero el artículo 12 disipó 
todas las dudas con su redacción. 


“No entran en el campo de la tasa las remuneraciones de los servicios de naturaleza económica, que el 
Estado presta por razones de oportunidad o conveniencia y que el Estado demanda voluntariamente 
porque le proporciona “ventaja o provecho”. Esto es un precio.” enseña Valdés Costa (pag 216 op 
citada). 


Agrega el maestro: “La circunstancia de que determinados servicios económicos hayan adquirido gran 
importancia en el Estado contemporáneo no altera la precedente calificación; siguen siendo servicios 
que proporcionan ventajas a los contribuyentes por lo que procede su retribución”. 


Con suma claridad termina diciendo: 


“Este elemento sirve para negar la calificación como tasas a ciertas prestaciones estatales de otra 
naturaleza, entre cuyos ejemplos más claros puede mencionarse los servicios a cuyos ingresos se les 
adjudica o adjudicó erróneamente la naturaleza de tasas como los de correos (y comunicaciones en 
general, los portuarios y el alumbrado público); su financiación podrá hacerse mediante impuestos, 
contribuciones o precios según lo dispongan las normas respectivas, pero no como tasas, de acuerdo 
con la caracterización que de esta hace el Código Tributario.” (el subrayado es nuestro). 


6. b.- Divisibilidad.- 


La divisibilidad está prevista en el artículo 12 en la expresión “actividad especifica del Estado hacia el 
contribuyente”. 


Es, como lo reconoce la doctrina y el derecho comparado, el elemento menos discutido del concepto 
de tasa. 


Para Valdés Costa “lo importante a destacar es que un servicio indivisible no admite su financiación 
mediante tasas. O sea que la divisibilidad es en nuestro derecho un elemento esencial del concepto de 
tasa” (subrayado nuestro). 


6. c.- Prestación Efectiva.- 


Si el presupuesto de hecho de la obligación es “la actividad del Estado hacia el contribuyente” es 
indispensable que el servicio funcione efectivamente respecto del contribuyente. 


Si no hay una prestación efectiva hacia el contribuyente que es obligado al pago, no hay tasa. 
6. d.- Destino.- 


La finalidad del destino de lo que se obtiene por la tasa no puede ser otra que financiar el servicio 
estatal. 


Si se considera que el servicio debe ser retribuido mediante una tasa, esta “no debe tener un destino 
ajeno al servicio cuyo funcionamiento constituye el presupuesto de hecho de la obligación”. 


Obviamente que el servicio es aquel por el que se está pagando la tasa. 
6. e.- Cuantía. Regla de la Razonable Equivalencia. 


Por último se reclama que el producto de la tasa guarde una razonable equivalencia con las 
necesidades del servicio. 


Si no lo hace, la Doctrina entiende que se está ante un tributo mixto, que en lo que exceda puede 
denominarse impuesto. 


una Tasa. 


Lo primero a señalar es que es correcto lo que se hace en el literal A del artículo 15 proyectado cuando 
se llama a los ingresos por ventas no como tasa. 


Se trata sin lugar a dudas de un precio. Que se destine al Fondo de Financiamiento no reviste ningún 
problema. 


Es el precio que cobra por los envíos y servicios postales el Operador Designado, o sea la 
Administración Nacional de Correos. 


El problema se plantea al llamar Tasa al ingreso previsto en el literal b de dicho artículo y establecido 
en el artículo 16. 


Ello no es correcto por los motivos que se expresan a continuación. 
¡.- En primer lugar no existe una actividad específica del Estado hacia el contribuyente. 


El tributo deberá ser abonado por los usuarios del Servicio Postal en general y las Personas Jurídicas 
Habilitadas. 


Lo abonarán los usuarios que reciban servicios postales de la Administración Nacional de Correos y los 
que no los reciban. 


Resulta obvio que los que no reciben servicio alguno de la Administración pueden alegar que no existe 
actividad alguna del Estado hacia ellos. 


Los que si reciben servicios de la Administración de Correos dirán que por el servicio que reciben ya 
pagan un precio, y por ende no reciben un servicio adicional. 


Como ya se dijo no alcanza con la posibilidad de brindar el servicio o que este sea potencial. El texto 
del artículo 12 es bien claro cuando habla de “efectivo”. 


El antecedente además confirma que el potencial fue dejado de lado, terminando con una vieja 
polémica entre los Profs. Giampietro y Valdés Costa. 


ii.- Esto es reafirmado por el destino que se le da al tributo. El mismo no se destina a financiar la 
actividad específica del Estado hacia el contribuyente sino por el contrario a un Fondo que tiene otro 
fin. 


El fin es, como dice el art. 15, compensar la carga financiera por cumplir el servicio postal: que es 
asegurar que se llegue a otros usuarios el mismo. 


ili.- La claridad de este punto se pone de manifiesto cuando se analiza el segundo elemento: la 
divisibilidad. 


Por el servicio postal se cobra un precio al usuario que efectivamente utiliza el servicio. Pero por la tasa 
de financiamiento se pretende un cobro no a cambio de ese servicio sino a cambio de una 
compensación por prestar un servicio esencial: el servicio postal universal. 


¿A quién se le presta el servicio postal universal, a quién se le asegura la asequibilidad? 
A toda la sociedad. 
Por ende no hay divisibilidad porque no hay una actividad hacia el contribuyente. 


iv.- Obviamente que tampoco se da el tercer elemento: la prestación efectiva. Porque hacia el usuario 
del servicio la prestación la dio un tercero o la propia Administración pero por ella ya cobró un precio. 


En otras palabras la prestación efectiva en el caso de prestadores privados no la dio el Operador 
designado para cumplir con el SPU, sino un tercero. Es decir no hay prestación efectiva como reclama 
el artículo 12. 


v.- Más contundente aún es la falta del cuarto elemento: el Destino. 


El tributo no se destina a financiar el servicio que reclama el usuario o la persona jurídica habilitada. 
Va, como dice el artículo 15, a un Fondo de compensación. 


El punto por lo claro no merece mayor profundización. 
vi.- Por último la razonable equivalencia. 


Puede decirse que este es el único punto que puede reputarse cumplido. Con una observación. En 
puridad se suma a los ingresos por otros conceptos que tiene la Administración de Correos. 


8.- En Conclusión. 


Entendemos que nos encontramos ante un Impuesto y proponemos que así se le denomine. 


Eso precaverá posibles accionamientos el día de mañana, impugnando la misma por no poseer los 
elementos integrantes de la tasa, sino ser un impuesto. 


Montevideo, 5 de julio 2012”. 


SEÑOR BORDABERRY.- Por otro lado, solicitamos que este artículo se ponga a votación en forma 
desglosada porque estamos convencidos, más que nunca luego de ir a la Biblioteca del Poder 
Legislativo -lugar maravilloso porque allí están todos los textos de los profesores- y por estudiar el 
origen de la norma del Código Tributario, de que esto no es una tasa. Es claro -creo yo- que esto es un 
impuesto y no una tasa; no concurren las condiciones que exige la doctrina ni lo que establecen los 
profesores de Derecho Tributario y la jurisprudencia. Se trata de un impuesto y obviamente esto nos 
lleva a decir que votaríamos todos los literales de este artículo menos el B. 


SEÑOR ABREU.- Quiero decir algo en el mismo sentido. Hemos venido trabajando sobre este tema, 
que tiene una vieja historia. Me refiero a la división de los tributos en impuestos, tasas y contribuciones; 
aquí hay que tener en cuenta el famoso principio de la legalidad. Hemos mantenido, incluso, una lucha 
aquí en el Senado desde hace muchos años para tratar de evitar, entre otras cosas, que se 
desnaturalicen las figuras jurídicas de los tributos y que, además, se establezca la mayor rigidez 
posible en cuanto al principio de legalidad, más allá de que hay concepciones muy importantes sobre 
este tema que plantean la delegación en el Poder Ejecutivo de algunas atribuciones tributarias que 
corresponden al Poder Legislativo. 


Digo esto sin perjuicio de que en este caso coincidimos con la postura de que es un 
impuesto, de la misma manera que se ha planteado en otro proyecto de ley -más precisamente en el 
relativo a la concentración de la tierra- en el que se utilizó el mismo criterio de tasa para financiar 
determinadas obras de infraestructura y al final, según la opinión de todos los comparecientes, terminó 
siendo un impuesto. 


Creo que es importante dejar claro cuáles son los instrumentos que se utilizan y, por tanto - 
reitero- coincidimos con la posición planteada por el señor Senador Bordaberry, aun sin haber entrado 
en la Biblioteca del Palacio Legislativo. 


SEÑOR DE COLA.- Queremos dejar constancia de que hemos recibido, por supuesto, la información, 
el documento que nos envió el señor Senador Bordaberry y lo hemos considerado en nuestro grupo de 
trabajo. También hemos escuchado con muchísima atención el debate que se generó en esta misma 
Comisión sobre este punto y las distintas formas de ver el tema del Derecho Tributario y las 
características por las cuales un tributo es una tasa o un impuesto. 


Como dije, hemos analizado este tema en el grupo de trabajo y hemos consultado a 
asesores letrados del Ministerio y de Dinatel, así como también a otros allegados al equipo de trabajo. 
Hemos entendido -por supuesto, aceptando totalmente que esta es una materia opinable y que los 
argumentos manejados son de recibo y atendibles- que también existen otros argumentos en el sentido 
contrario, lo que nos ha llevado, en acuerdo con el señor Ministro, a mantener la propuesta de 
redacción original por entender que esto es una tasa. Esto no significa -queremos dejar constancia en 
este sentido- desmerecer los aportes muy importantes que hemos recibido. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Estamos en condiciones de votar. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el artículo 14, desglosando su literal B. 
(Se vota:) 

-5 en 5. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el literal B. 


(Se vota:) 


-3 en 5. Afirmativa. 


La Mesa consulta al señor Senador Bordaberry si considera conveniente dar lectura a los 
siguientes artículos 15 y 16. ¿Los fundamentos son similares? 


SEÑOR BORDABERRY.- Me gustaría hacer un agregado. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Entonces, no sería necesario leerlos. 
En consideración el artículo 15. 


SEÑOR BORDABERRY.- Creo que la redacción de este artículo 15 es una prueba de que estamos 
ante un impuesto y afectando lo que fue motivo y fundamento de la última reforma tributaria. En ese 
entonces se sostuvo que un sistema tributario debe tener la menor cantidad posible de impuestos para 
ser simple y fácil, y no una escala de muchos y pequeños impuestos que después son muy difíciles de 
recaudar y, obviamente, van teniendo determinados destinos específicos. Es decir que el objetivo de 
tener un orden en el sistema tributario del país fue lo que motivó la reforma; creo que aquella era la 
gran crítica que se le hacía al sistema tributario uruguayo. La tasa exige, necesariamente, una 
contraprestación. Aquí hay algo que claramente muestra por qué no es una tasa; me refiero a ese 
impuesto de 3,36% por carta y 15% por paquete, que se impone a las personas jurídicas habilitadas. 
La persona jurídica habilitada es aquella que remite sus propios envíos postales a determinados 
usuarios; en ese envío que hace una empresa, un almacén, un organismo público, no hay involucrado 
ningún servicio del Estado. Imaginemos nuevamente el caso de la Barraca Giordano en el 
departamento de Durazno; supongamos que los primeros diez días de cada mes envía con su cadete 
las facturas del mes a sus clientes. El cadete, en bicicleta, reparte esas facturas a los 100, 150 o 200 
clientes. Este caso está dentro de la persona jurídica habilitada, porque se está prestando un servicio 
que es el envío postal. De acuerdo a esto, estamos poniendo una tasa a esa empresa. Sin embargo, el 
Estado nunca intervino. Entonces, ¿estamos obligándola a registrarse? Tengamos en cuenta que, 
como ella, existen cientos de pequeñas y medianas empresas a lo largo y ancho del país. Quizás con 
la mentalidad de Montevideo no nos demos cuenta de cómo estamos afectando a muchas empresas 
del interior del país que, por hacer un envío postal a sus clientes del pueblo o ciudad, con sus cadetes - 
que además realizan otras tareas- tienen que venir a registrarse, y encima de eso les estamos 
cobrando por un servicio que no existe, porque el Estado, respecto de la empresa y de quien recibe, no 
hace nada. Esto es un impuesto. Y si lo es, desde ya digo que no lo voto. No es justo -y ahí está la 
disquisición que hacemos con respecto a por qué tasa e impuesto- que a quien cumple con eso se le 
esté imponiendo una carga contributiva -en este caso destinada al Correo, para financiar un Servicio 
Postal Universal- sin tener en cuenta un principio básico: el de la capacidad contributiva, principio de 
justicia que debe primar en el sistema tributario de un país. Y encima de eso -reitero lo que acabo de 
señalar- estamos cargando al usuario -supongo que en este caso está incluido el destinatario- sin que 
el Estado brinde ningún servicio. A ese destinatario de la barraca de construcción que recibe una 
factura por haber hecho una compra no se le está prestando servicio alguno y se le está cobrando una 
tasa, por nada y sin atender cuál es la situación. 


Ese es el fundamento de mi voto, señor Presidente. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

-3 en 5. Afirmativa. 

En consideración el artículo 16. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 


(Se vota:) 


-3 en 5. Afirmativa. 


Pregunto a los señores Senadores si hay necesidad de leer los artículos siguientes, del 17 al 
40. 


SEÑOR BORDABERRY.- En lo personal, no tengo observaciones. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Entonces se lo pregunto directamente al señor Senador Abreu. 
SEÑOR ABREU.- No es el método que más me gusta, señor Presidente. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Comprendo, señor Senador; estoy haciendo un esfuerzo. 
SEÑOR ABREU.- Yo también, señor Presidente. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Por eso pregunto; si el señor Senador me pide que los leamos, lo hacemos. 
SEÑOR ABREU.- ¿Hasta qué artículo dijo el señor Presidente? 
SEÑOR PRESIDENTE.- Hasta el artículo 40, señor Senador. 
SEÑOR ABREU.- Quisiera referirme al artículo 31, señor Presidente. 
SEÑOR PRESIDENTE.- De acuerdo pero, ¿estamos en condiciones de votar del 17 al 30? 
SEÑOR BORDABERRY.- Por mi parte, me gustaría hacer una consulta sobre el artículo 22. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Bien. Procedamos poniendo en consideración los artículos 17 a 21. 
Si no se hace uso de la palabra, se van a votar. 
(Se vota:) 
-5 en 5. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
Léase el artículo 22. 
(Se lee:) 


“Artículo 22. Registro General de Prestadores del Servicio Postal. Créase el Registro General 
de Prestadores del Servicio Postal, el que estará a cargo de la URSEC. Todo Prestador del Servicio 
Postal que, previa autorización de la URSEC, esté habilitado a prestarlo, por cuenta de y para terceros, 
como actividad principal o transitoria, regular o esporádica, a nivel nacional y/o internacional, deberá 
inscribirse en el citado Registro. 


Dicho Registro contendrá información de los Prestadores del Servicio Postal relativa a los 
servicios que prestan, la cobertura, la infraestructura y los recursos humanos y materiales. 


El Operador Designado, por tal naturaleza, se considera inscripto y habilitado de oficio para la 
prestación del servicio postal con la más amplia cobertura geográfica y está sujeto a las obligaciones 
de proveer información que se cita en el artículo 38 de la presente ley.” 


-En consideración. 


SEÑOR BORDABERRY.- En el mismo sentido del ejemplo que recién cité, digo lo siguiente. El artículo 
5.” establece quiénes son los actores; habla de las personas jurídicas habilitadas y de los prestadores 
del servicio postal, que son los que nos interesan. Obviamente, me planteo si todas aquellas pequeñas 
y medianas empresas que están en Artigas, en Bella Unión y que brindan este servicio a sus clientes, 
deben venir a registrarse. ¿Esta es la intención? De acuerdo a la definición, se trata de personas 
jurídicas habilitadas; utilizan un cadete para mandar un sobre a 20 personas todos los meses. 
Pregunto: ¿tienen que venir a inscribirse? ¿Se ha pensado si se trata de una situación real? ¿O si 
habrá una cantidad muy grande de personas en infracción? Realmente me cuesta imaginar esto. 


Luego el propio artículo habla de los “Auto Prestadores”. El Auto Prestador soy yo, que me 
hago un envío a mí mismo. Supongo que esta situación está afuera -aunque no encontré ninguna 
norma que refiera a ello- y creo que es lo correcto, porque si se fuera a cobrar un impuesto por eso, 
habría una revolución en el Uruguay. En suma, veo que han dejado afuera a los Auto Prestadores. 


SEÑORA PÉREZ MONTERO.- Es que no constituye actividad postal. 


SEÑOR BORDABERRY.- Bien. Pero insisto en que verdaderamente me parece una barbaridad hacer 
inscribir a los que hacen eso y cobrarles una tasa, un impuesto, o como quieran llamarlo. 


Sé lo que hay detrás de esto: Se quiere que UTE, Antel, etcétera, paguen un impuesto 
encubierto, y si quieren que se preste el servicio, que lo vayan a contratar con el correo. Ese es el fin 
último. ¡Digamos las cosas como son! Se quiere presentar bajo el nombre de tasa un impuesto, con la 
exigencia de que se pague; es como decir: “Si no me contratás, igual me vas a pagar; entonces, vení a 
contratar conmigo.” Este es el objeto último o, mejor dicho, el resultado último que tendrá todo esto. 


Me parece que lo más sensato sería fijar un impuesto con afectación directa a determinadas 
actividades, de acuerdo a la capacidad contributiva, y destinar la recaudación al Fondo; así se estaría 
llamando a las cosas por su nombre. En todo caso, eso sería más claro, porque esto nos da la 
sensación de que hemos vestido a algo con un nombre que no tiene. Pido excusas por el hecho de que 
al final del día me ponga shakespeareano pero, como le decía Julieta a su aya, “¿Qué hay en un 
nombre? Si una rosa dejara de llamarse rosa, seguiría oliendo a rosa”. Creo que algo de eso es lo que 
tenemos aquí. 


SEÑORA PÉREZ MONTERO..- Quiero aclarar un concepto que a mí me costó mucho entender quizás 
porque, a diferencia de otros integrantes del equipo, no soy postal de nacimiento. 


La autoprestación en sí misma no constituye actividad postal, pero sí la constituye siempre y 
cuando el beneficiario sea distinto al remitente. En el caso de una empresa que va a sus sucursales y 
la lleva a cabo consigo misma, para la UPU no sería actividad postal; por lo tanto, y dado que nosotros 
legalizamos los convenios con la UPU, tampoco existe actividad postal para el Uruguay. Reconozco -lo 
digo nuevamente- que me costó mucho entender esto y que era ley en nuestro país. 


El proyecto de ley regula los Servicios Postales. Aquí estamos hablando de autoprestadores 
en los que no existe actividad postal; por ende, no se puede regular una actividad que por definición no 
lo es. Insisto: no existe norma alguna que regule la autoprestación o a los autoprestadores porque, por 
definición, no constituye actividad postal. 


Con respecto a las personas jurídicas habilitadas y al resultado que comentó el señor 
Senador Bordaberry, quiero decir que en realidad esa no es la intención. En algunas de las reuniones 
que mantuvimos con la Comisión dijimos que el Servicio Postal Universal es un concepto internacional 
globalizado y que muchos países optan por distintas soluciones, una de las cuales es que el servicio 
sea prestado exclusivamente por un operador, en muchos casos, público. En otros países -aunque son 
los menos- el Servicio Postal Universal puede ser prestado por un operador público y también en 
competencia -no en concurrencia- con operadores privados. De todas maneras, esta no es una 
solución única; por el contrario, son muchas las soluciones que se han tomado en los países 
desarrollados que han asumido esta definición y donde los inconvenientes y la necesidad de subsidios 
que se tiene por la prestación del Servicio Postal Universal impiden que el operador público ejerza con 
la calidad que se requiere. Por lo tanto, cada uno es libre de definirlo en la forma que, a su entender, 


contribuya a una mejor y más pragmática solución del problema. Eso fue lo que se tuvo en cuenta. Y el 
resultado no implicaría presionar a ningún remitente ni obligarlo a utilizar al operador designado. Jamás 
fue ese el espíritu del proyecto de ley; por lo menos, ningún integrante del equipo lo pensó de esa 
manera. 


El último concepto que me parece importante resaltar de lo expresado por el señor Senador 
Bordaberry tiene que ver con las personas jurídicas habilitadas. Creemos que la reglamentación 
podría establecer que si un número de destinatarios es mayor a equis cantidad, esas personas 
jurídicas habilitadas no tendrían por qué estar inscritas y su actuación podría estar absolutamente 
encuadrada dentro de las actividades postales. Lo que sí nos interesa señalar es que hoy en día hay 
personas jurídicas habilitadas -es cierto que son importantes- que incumplen normas básicas de 
calidad de entrega de los envíos postales. Es importante destacar que de ningún modo debe ser así. 
No se puede pretender que un cliente reciba una factura en la noche del día de hoy y tenga que 
pagarla mañana, porque es el vencimiento. Ese tipo de cosas también hay que recogerlas. 


De todos modos, me pareció oportuno el comentario realizado por el señor Senador 
Bordaberry en cuanto a considerar a esas pequeñas personas jurídicas habilitadas que prestan 
servicios a un reducido número de destinatarios. Quizás esto se pueda tener en cuenta en la 
reglamentación o, en todo caso, si se requiere, hacer una introducción en el proyecto de ley. 


SEÑOR ABREU.- Sin perjuicio de los temas que se han planteado, me gustaría conocer cuál es el 
mecanismo y cómo funciona. El artículo 20 refiere al acceso a la red postal de los operadores y dice 
que cualquier operador puede tener acceso. Quisiera saber qué es una red postal, cómo funciona el 
sistema de acceso y, obviamente, cuáles son los elementos que la caracterizan, es decir, la 
transparencia, proporcionalidad, etcétera. 


Como contrapartida, en el artículo 21 se habla de tarifas de acceso a la red postal. Desde el 
punto de vista jurídico, la tarifa es un precio, en este caso, el que se paga por el acceso. La tarifa se 
define comúnmente como si fuera una especie de otra relación que no me parece necesariamente 
adecuada desde el punto de vista jurídico. Se paga determinado precio por el acceso a la red postal; a 
veces se denomina tarifa a los niveles que se pagan. 


También voy a solicitar que me informen sobre cuál es la línea de la red postal, cómo 
funcionan los operadores y si es posible cambiar el nombre de “tarifa” por “precio”, porque quizás 
tengan otro fundamento. 


El artículo 22 refiere al Registro General de Prestadores del Servicio Postal. El señor 
Senador Bordaberry planteaba que todo prestador debe inscribirse en el Registro, pero para hacerlo 
necesita una autorización de la Ursec. Es decir que debe realizar dos trámites. La consecuencia y el 
derivado de la previa autorización de la Ursec es la habilitación para prestar el servicio público postal, 
por cuenta de y para terceros, como actividad principal o transitoria, regular o esporádica, a nivel 
nacional y/o internacional y a inscribirse en el citado Registro. Es un trámite importante. Se ha visto la 
densidad que significa esa carga sobre el prestador de servicio en dos oportunidades, porque 
obviamente cuando va a pedir previamente la autorización a la Ursec, le hace una tomografía -por 
decirlo así- de carácter administrativo y todo lo demás. El registro es simplemente una constancia más 
pesada del trámite ante la Ursec, porque esta va a tener una serie de elementos para exigir o por lo 
menos preguntar sobre cuáles son las condiciones que se están planteando de acuerdo con las 
disposiciones de la ley. También es cierto que el operador designado, en este caso la ANC, está fuera 
de concurso, ya que está considerado habilitado de oficio para prestar el servicio. 


Pregunto si a la Ursec no le convendría que la ANC hiciera el trámite de autorización para 
incluirla en el mismo tratamiento que se utiliza para los operadores privados. 


SEÑOR JUBÍN.- Me voy a permitir responder las primeras preguntas formuladas y después voy a 
ceder la palabra a los miembros de la Ursec. 


En el artículo 20, que refiere al acceso a la red postal, se habla de precio. En el artículo 21 
sugerimos cambiar el acápite y que, en lugar de tarifas de acceso a la red postal, se hable de precios. 


Con esas dos salvedades habría más coherencia y estaría en condiciones de ser aprobado. 
SEÑOR ABREU.- ¿Qué quiere decir “red postal”? 


SEÑOR JUBÍN.- Voy a responder como abogado postal y después el experto podrá rectificarlo. 
Cuando hablamos de “red postal” nos referimos a toda la infraestructura física que tiene un operador 
postal: locales, transporte, puntos de acceso y de distribución, etcétera. Con este proyecto de ley 
quisimos hacer una economía de escala y evitar que cada operador tenga su propia red postal cuando, 
de común acuerdo, un operador puede imponer su correspondencia identificada como suya en otro 
operador postal y acordar la fijación de un precio. De no ser así, la que puede laudar -recuerdo su 
intervención, señor Senador- o negociar un precio sería la Ursec. Me gustaría ceder la palabra primero 
al experto y luego a los representantes de la Ursec para que refieran al procedimiento. 


SEÑOR GARÍN.- Con relación a este artículo, como bien decía el señor Jubín, quisimos que no 
existiera duplicidad de redes en el país. Si no estuviera este artículo, el Correo -que en general es el 
que tiene la mayor red- podría negarse a prestar el servicio a otros operadores. De esta manera se 
está obligando a participar en las redes no solo al operador público, sino también al resto de los 
operadores. Actualmente, el Correo podría negarse pero en el futuro tendría que prestar el servicio a 
todos los operadores en general, laudando un precio; en caso contrario, lo haría la Ursec. En definitiva, 
se quiere que no todos los operadores tengan redes en todo el país porque no sería eficiente. 


SEÑORA DOLINKAS..- En realidad, nosotros no pensamos que sea tan denso; creemos que es más 
riguroso. Así lo entendimos cuando trabajamos este tema a nivel del equipo. Hoy, por la normativa que 
tenemos detrás, no estamos en condiciones de pedir determinada documentación y requisitos a los 
prestadores, pero lo estamos previendo en esta instancia. Por eso existe un tiempo en el que la Ursec 
debe constatar determinadas condiciones de prestación de los servicios, porque nos importa 
básicamente el usuario. Entendemos que hay muchos prestadores que no están en condiciones de 
brindar un servicio de calidad. Luego de presentada la solicitud y pasado ese tiempo que estimamos 
prudencial -que no necesariamente debe usarse en su totalidad- abonando el pago de la licencia, la 
Ursec inscribe a la persona en el registro. Francamente, no nos parece tan complicado. Actualmente 
tenemos un registro que no es tan complejo; va a cambiar la rigurosidad y la cantidad de requisitos que 
se pide a cada uno de los prestadores. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el artículo 22. 
(Se vota:) 
-3 en 5. Afirmativa. 


Quiero aclarar que hubo modificaciones al artículo 21. El señor Secretario tomó nota de ellas 
y las tomamos como buenas. 


SEÑOR MARTÍNEZ.- Sí, se cambia “tarifa” por “precio”. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Me han pedido referirse al artículo 31, por lo que me parece que podríamos 
votar hasta el 30. 


(Apoyados) 

-En consideración los artículos 22 al 30. 

Si no se hace uso de la palabra, se van a votar. 
(Se votan:) 


-5 en 5. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


En consideración el artículo 31. 


SEÑOR ABREU..- Este artículo refiere a las prohibiciones a los Prestadores de Servicios Postales. En 
el literal A. se prevé que les queda prohibido recurrir a terceras personas ajenas a su personal para la 
conducción o distribución de los envíos admitidos. Más allá de los controles que se realicen, me parece 
que puede ser una limitación importante a la empresa en lo que tiene que ver con la forma de tercerizar 
o de trabajar en la exención de sus servicios. Sin perjuicio de que el control se realice como servicio 
postal, no creo que crear las condiciones de limitación a personas ajenas a su personal para la 
conducción sea ingresar en un ámbito de informalidad. Quizás sea una limitación muy fuerte a la 
estrategia empresarial de una empresa decirle: “Usted no puede contratar a alguien ajeno a su 
personal”. ¿Qué quiere decir esto? ¿Que la empresa no puede tercerizar? Sin perjuicio de los 
cumplimientos exigidos a la empresa, esa es una limitación muy fuerte. Me parece que establecer esa 
limitación es embestir contra la libertad empresarial de alguien que se registra, cumple con los 
requisitos y todo lo demás, pero que contrata individuos ajenos a su personal. De pronto se puede 
tener una determinada flexibilidad en el concepto de la oferta y demanda del servicio, pero no 
necesariamente quedar encerrado en él. El concepto de personal debe incluir a un funcionario o a una 
persona registrada en la empresa, por la que se realiza el aporte al Banco de Previsión Social y todo lo 
demás, pero la expresión “terceras personas ajenas a su personal” me suena a limitación. No se abre 
una puerta a la informalidad, pero estaríamos frente a una limitación muy fuerte de la estrategia de una 
empresa que a veces ajusta costos o tiene problemas de distinta naturaleza y que tal vez podría variar 
todo eso si se utilizara un criterio un poco más flexible. 


SEÑOR JUBÍN.- Si bien se puede cambiar el término “personal”, se pretende hacer referencia al 
personal dependiente o al tercerizado, o sea, a las dos modalidades. Quizás el término “personal” no 
es el más feliz -repito que se puede cambiar- pero comprende ambas modalidades. 


SEÑOR DE COLA.- Estoy de acuerdo con el doctor Jubín en cuanto a que quizás no está claro que la 
palabra “personal” puede incluir contrataciones. En realidad, este artículo trata de impedir una práctica 
que se ha detectado en el mercado en el sentido de que parientes de un funcionario o de un operador 
postal reparten correspondencia en sus ratos libres durante el fin de semana, o de una persona que no 
pertenece a la plantilla ni tiene una relación contractual con el prestador del servicio. 


SEÑOR ABREU.- Comprendo el punto y creo que la casuística corre a favor de quienes están en el 
tema, pero me parece que se podría buscar un sistema en el que los que tercericen pudieran identificar 
e informar inequívocamente a los sujetos subcontratados. Me parece que la prohibición de subcontratar 
está más allá de todo esto; tal vez es más importante el control que la restricción a la libertad de 
hacerlo. Me gustaría que fuera un sistema más estricto y de control que la aplicación del simple 
principio que dice que no se puede contratar individuos ajenos al personal. Se podría hacer, pero 
ajustándose a los requisitos establecidos, porque se trata de una restricción a la libertad de empresa. 


SEÑOR DE COLA.- Tendremos que buscar una redacción alternativa, porque creo que estamos 
entendiendo cosas distintas de lo que aquí se expresa. 


Esta norma no prohíbe contratar con terceros, con personal temporal o con empresas de otro 
tipo. Se prohíbe que se recurra a personas que no tienen ninguna relación contractual ni forman parte 
del personal dependiente para realizar la operación. 


SEÑOR ABREU.- Tal vez se podría expresar: “Recurrir a terceras personas ajenas a su personal para 
la conducción o distribución de los envíos admitidos, sin perjuicio de las habilitaciones o de las 
subcontrataciones que pueda realizar en el ámbito de las disposiciones de la ley”. Sugiero que esto no 
quede como una restricción a la subcontratación, porque ahí la empresa ya sabe qué es lo que no 
puede hacer. De esta forma, no se le limita la posibilidad de hacer una subcontratación en función del 
cálculo costo-beneficio en el funcionamiento de su empresa. 


SEÑOR GONZÁLEZ.-. Quiero aclarar que acabo de alcanzar a la Secretaría una nueva redacción que 
no figura en el comparativo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Léase el artículo 31. 


(Se lee:) 
“Artículo 31. Prohibiciones. Queda prohibido a los Prestadores del Servicio Postal: 


Recurrir a terceras personas físicas ajenas a su personal o personas jurídicas no autorizadas, para la 
conducción o distribución de los envíos admitidos. 


Utilizar para el cumplimiento de sus cometidos los servicios de otro Prestador del Servicio Postal sin 
haber alcanzado un acuerdo de partes, el cual deberá ser previamente comunicado a la URSEC”. 


-En consideración. 

SEÑOR ABREU.- Solicito que se desglose para estudiar la nueva redacción. 
SEÑOR PRESIDENTE.- De acuerdo. Quizás podríamos votar los artículos 32 a 39. 
SEÑOR BORDABERRY.- Solicitaría que se vote hasta el artículo 35. 


SEÑOR ABREU.- Quiero señalar que me parece muy general la definición de infracción que figura en 
el artículo 32 que dice: “Constituye infracción postal toda acción u omisión que incumpla las 
disposiciones de la normativa vigente”. Creo que la acción o actitud puede ser claramente probada, 
pero es muy subjetivo determinar una omisión y esto -al estar librado a un criterio muy amplio- va a 
generar que sea difícil establecer qué es una infracción. No sé cuál es la garantía para el que trabaja, 
para la empresa o, incluso, para el propio prestador -aquí está incluida hasta la propia Dirección 
Nacional de Correos- porque, ¿quién es el encargado de definir la omisión? Luego, en el siguiente 
artículo, se establecen las sanciones que se aplicarían para la acción u omisión, definida en términos 
generales. 


SEÑOR JUBÍN.- Sin perjuicio de que luego solicitaría que se le conceda el uso de la palabra a los 
integrantes de la Ursec, me parece claro que la omisión del cumplimiento de cualquier obligación de la 
ley es una infracción y pongo como ejemplo la omisión de no registrarse, la omisión de no publicitar sus 
tarifas, la omisión de no cumplir los niveles de calidad, etcétera. 


SEÑORA DOLINKAS.- En la misma línea de lo señalado por el doctor Jubín, porque ese fue el espíritu 
que tuvimos al redactar esta norma, nosotros interpretamos acción u omisión contraria, esto es, que el 
deber es cumplir con las disposiciones que establece la ley. Ese fue el criterio que seguimos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si los señores Senadores están de acuerdo, se van a votar los artículos 32, 
33, 34 y 35. 


(Se vota:) 

-5 en 5. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

SEÑOR ABREU.- Pido que se rectifique la votación del artículo 32 porque lo voy a votar en contra. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar nuevamente el artículo 32. 

(Se vota:) 

-4 en 5. Afirmativa. 


Correspondería analizar ahora el artículo 36. 


SEÑOR BORDABERRY.- Me llama la atención la amplitud de esta norma, en especial en lo que 
refiere a la Dirección General Impositiva que tiene un secreto tributario muy estricto. Este artículo 
establece que se puede requerir a esta Dirección la información necesaria para desarrollar las 
funciones inherentes a su competencia, siendo que en el Uruguay hay todo un capítulo sobre el secreto 
tributario, en el que siempre se ha trabajado muchísimo. Creo que con esta norma eso estaría 
vulnerado y pienso que quizás se debería ser más cuidadoso con estas cosas. 


SEÑOR LEZCANO.- Quiero aclarar que en el texto comparativo que están manejando no está tomada 
la última versión del artículo 36 que habíamos hecho llegar a la Comisión. Esa es una versión anterior. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Léase entonces el artículo 36. 
(Se lee:) 


“Artículo 36. Facultades. Sin perjuicio de lo dispuesto en el Art. 90 de la Ley N* 17.296 de 21 
de febrero de 2001; con las modificaciones introducidas por el Art. 113 de la Ley N* 18.046 de 24 de 
octubre de 2006, la URSEC podrá: 


A. Reglamentar la actuación y los procedimientos de los Prestadores del Servicio Postal. 


B. Requerir a la Dirección General Impositiva, a la Dirección Nacional de Aduanas, al Banco 
de Previsión Social, al Banco de Seguros del Estado, al Ministerio de Trabajo y Seguridad Social y a 
los Gobiernos Departamentales, información relativa a los Prestadores del Servicio Postal, a efectos de 
que la Unidad Reguladora pueda desarrollar las funciones inherentes a su competencia. 


C. Recabar, bajo la forma de declaración jurada, toda la información que sea relevante de los 
Prestadores del Servicio Postal. 


D. Sancionar a los infractores de la presente Ley”. 


SEÑOR ABREU.- Considero que abordar una norma en forma casi intempestiva no es muy fácil, sobre 
todo cuando se discute un artículo de esta naturaleza. Me parece bien brindar la posibilidad de 
requerir información en materia informativa e, incluso, en materia bancaria -porque el Banco de 
Seguros del Estado es un banco y en ocasiones en muchos aspectos se necesita tener determinada 
confidencialidad, por ejemplo, por un seguro de cualquier naturaleza en beneficio de terceros- pero 
temo que el relevamiento del secreto sea de carácter general. 


SEÑOR LEZCANO.- Ese texto fue eliminado. 
SEÑOR ABREU.- ¿Cuál es el texto? 


SEÑOR PRESIDENTE.- En realidad estamos discutiendo el punto B. Lo leemos nuevamente, señor 
Senador. 


(Se lee:) 


“B. Requerir a la Dirección General Impositiva, a la Dirección Nacional de Aduanas, 
al Banco de Previsión Social, al Banco de Seguros del Estado, al Ministerio de Trabajo y Seguridad 
Social y a los Gobiernos Departamentales, información relativa a los Prestadores del Servicio Postal, a 
efectos de que la Unidad Reguladora pueda desarrollar las funciones inherentes a su competencia.” 


SEÑOR LEZCANO.- Ahí no figura la parte que decía: “entendiéndose relevado el secreto que estas 
puedan tener por normativa vigente”. 


SEÑOR MARTÍNEZ.- Se supone que esa información se brinda en el marco de un secreto. 


(Dialogados) 
SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Estamos en condiciones de votar? 
SEÑOR BORDABERRY.- ¿Se puede desglosar el literal B.? 
SEÑOR PRESIDENTE.- De acuerdo. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el artículo 36 sin el literal B. 

(Se vota:) 

-5 en 5. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el literal B. 
(Se vota:) 

-3 en 5. Afirmativa. 


SEÑOR BORDABERRY.- Volviendo sobre el artículo 36 que acabamos de votar, quiero señalar que el 
artículo 47 del Código Tributario dice: “La Administración Tributaria y los funcionarios que de ella 
dependen, están obligados a guardar secreto de las informaciones que resulten de sus actuaciones 
administrativas o judiciales. 


Dichas informaciones sólo podrán ser proporcionadas a la Administración Tributaria y a los 
Tribunales de Justicia en materia penal, de menores, o aduanera cuando esos órganos entendieran 
que fuera imprescindible para el cumplimiento de sus funciones” Estamos equiparando esta función a 
las de la Justicia. Disculpen que siga levantando esta bandera, pero creo que es esencial tener la 
garantía de la Justicia. Entiendo que quienes hoy están en la Ursec y en la Administración Nacional de 
Correos sientan que van a cumplir una buena función, pero deben pensar que los gobiernos pasan y 
quizás venga alguien a ocupar sus lugares y haga un mal uso de esto. En la Facultad siempre se 
enseña que hay que legislar pensando en cuando uno no esté. 


Entonces, establecer esta redacción tan laxa, no es conveniente. Entiendo la buena voluntad 
de ustedes, así como su buena intención y la de todos, pero el día de mañana esto puede ser malo. 
Como hombre del Derecho reivindico la necesidad de las contraprestaciones a favor del individuo y, en 
ese sentido, hago un llamado al oficialismo porque estamos pasando por arriba de normas que llevaron 
mucho tiempo, que grandes profesores del Derecho en Uruguay estudiaron y aplicaron y que hoy, de 
golpe, por lo apuros y la necesidad de control, las estamos dejando de lado. No ser más específico en 
cuanto a los casos y a la forma en que se puede conseguir la información, es muy malo. Incluso, en los 
propios convenios de información tributaria que se están suscribiendo con distintos países para cumplir 
con el reclamo de la OCDE, necesariamente se dice que se debe recurrir a determinadas garantías y 
formalidades. Por eso, dejarlo tan abierto -se dice que se podrá pedir la información para poder 
desarrollar las funciones inherentes a su competencia- no es lo más adecuado porque en el día de 
mañana puede llegar a la URSEC alguien que quiere perseguirlos a ustedes que están dedicados a 
este negocio porque pueden haber aprendido del negocio postal y deciden poner una empresa, y lo va 
a Usar en su contra. Por ello creo que deberíamos perder un poco más de tiempo y regularlo mejor. 


SEÑORA DOLINKAS.- En realidad, lo que quisimos hacer al recibir las observaciones de esta 
Comisión fue limitar. No hay ninguna intención por parte de la Ursec de establecer intereses de tipo 
comercial, ni respecto a cómo están constituidos determinados negocios. A nosotros, eso no nos 
importa; estamos hablando de obligaciones, de documentación, de algo que tiene que ver 
exclusivamente con el tema postal. Sin perjuicio de que esto ya se votó, si les parece y con la anuencia 
de mis compañeros, podemos precisar más la redacción porque insisto en que no es nuestra intención 
tener esa laxitud. 


SEÑOR PRESIDENTE.- No tengo ningún inconveniente en desglosar el artículo. 
SEÑOR ABREU.- Entonces, pediría que también se desglosara el literal C. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Quedarían desglosados los literales B y C del artículo 36. 
Léase el artículo 37 que tiene una redacción distinta a la que tenemos en el comparativo. 
(Se lee:) 


“Artículo 37. Resolución de controversias. La URSEC será la competente para resolver las 
controversias derivadas de la prestación del servicio postal, entre los Operadores Privados, las 
Personas Jurídicas Habilitadas, el Operador Designado o los Usuarios, indistintamente.” 


-En consideración. 


SEÑOR ABREU.- Si tengo un conflicto con otro operador, ¿necesariamente tengo que dirimirlo 
previamente con la Ursec o simplemente puedo decidir ir a la Justicia y pasar por el costado? La 
pregunta es si es obligatorio este procedimiento o no. Al no ser obligatorio puede ser muy útil no solo 
para dirimir conflictos, pero hay que ver en esta resolución de conflicto o arbitraje qué tipo de fuerza 
jurídica tiene la resolución de la Ursec. Cuando dirime, una cosa es el arbitraje que se toma como una 
especie de sentencia y otra es la mediación, o sea, el acercamiento de los medios. Me refiero a dirimir 
en primera instancia cualquier conflicto, pero la persona no obligatoriamente va a la Ursec, sino que 
puede ir directamente a tal o cual Juzgado a hacer la demanda. También es cierto que lo que diga la 
Ursec no es la palabra definitiva, porque se trata de una primera instancia. En realidad, lo que hace la 
Ursec, más que dirimir conflictos, es acercar a las partes o buscar una solución; hace más una 
mediación que un arbitraje. Aquí lo importante es que no esté limitada la posibilidad de una de las 
partes que quiera hacer una denuncia de tal naturaleza o demandar al operador por tal y tal cosa, pero 
debe pasar primero por la Ursec. 


SEÑOR JUBÍN.- No es necesario pasar previamente por la Ursec y por eso están diferenciados. 
SEÑOR PRESIDENTE.- En consideración los artículos 37, 38 y 39. 
Si no se hace uso de la palabra, se van a votar. 
(Se vota:) 
-5 en 5. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
En consideración el artículo 40. 


SEÑOR BORDABERRY.- Creo recordar que aquí se dejaba fuera una exoneración ya existente y yo 
solicité que se incluyera; me refiero a las empresas periodísticas del interior. Por ese motivo no 
acompaño este artículo, en la medida que deroga la norma anterior. En realidad, podría acompañar 
una parte si desglosamos la modificación del artículo 197 de la Ley N* 13.640. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar el artículo 40, con el desglose solicitado por el Senador 
Bordaberry. 


(Se vota:) 


-5 en 5. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Se va a votar la parte desglosada del artículo 40, referente a la modificación del artículo 197 
de la Ley N* 13.640. 


(Se vota:) 

-3 en 5. Afirmativa. 

En consideración el artículo 41. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

-5 en 5. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

En consideración el artículo 42. 
SEÑOR BORDABERRY.- Solicito que en este artículo se desglose el literal F. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar el artículo 42 con el desglose del literal F. 
(Se vota:) 

-5 en 5. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

Se va a votar el literal F del artículo 42. 
(Se vota:) 

-3 en 5. Afirmativa. 


SEÑOR JUBÍN.- Quisiera hacer una acotación respecto al artículo 42. Hoy temprano establecimos la 
necesidad de agregar una obligación a cada uno de los actores, como el operador designado. En este 
caso, deberíamos agregarla también al operador privado. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En consideración el artículo 43. 


SEÑOR BORDABERRY.- Por las razones que ya expuse antes, entiendo que esto hará inscribir a una 
cantidad de pequeñísimas y medianas empresas, en especial del interior del país. Por tanto, entiendo 
que esta obligación a registrarse de las personas jurídicas habilitadas, al barrer, no es adecuada y que 
debería, al menos, fijarse un límite cuantitativo en la inscripción. Creo que si lo cumplen todas las 
empresas que hacen esto, la Ursec tendrá mucho trabajo y, además, tendrá que sancionar a mucha 
gente que no lo va a hacer. Yo desglosaría este artículo e intentaría buscar algún tipo de límite 
cuantitativo. 


SEÑOR JUBÍN.- Si el señor Senador Bordaberry está de acuerdo, haríamos un desglose de estos 
artículos para presentar una redacción que contemple una cantidad mínima necesaria. Estoy hablando 
del artículo 43 y de todos los que se refieren al registro de las personas jurídicas habilitadas. 


SEÑOR ABREU.- Creo que deberíamos aliviar los verbos imperativos y dejar en el ámbito de la 
reglamentación algunos aspectos de mayor flexibilidad, pues esos verbos no le dan mucha margen a la 
reglamentación. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Desglosamos el artículo 43. 


SEÑOR BORDABERRY.- Me permito señalar una situación que los compañeros de la Comisión van a 
valorar. Las empresas periodísticas del interior del país hoy están muy castigadas a nivel impositivo; de 
acuerdo con esta definición, serían prestadores porque ellas mismas hacen la distribución de su 
material y los están dejando fuera de la exoneración que tenían. [Este tema va a ser un buen 
argumento electoral para conversar en el interior del país; lo aviso con total lealtad, especialmente a 
quienes son oriundos del departamento de Lavalleja. 


SEÑOR ABREU.- Me parece que tenemos que ver cómo funciona este sistema de pequeños diarios y 
empresas periodísticas que tienen a una o dos personas que hacen la distribución sin ánimo de 
transformarse en operadores postales. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En la medida en que vamos a tener que seguir considerando este tema el 
próximo miércoles, me parece conveniente dejar que nuestros invitados reflexionen al respecto. De 
todos modos, acompaño el planteo del señor Senador. 


En consideración el artículo 44. 


SEÑOR BORDABERRY.- Creo que el literal A) no es necesario porque las personas jurídicas 
habilitadas emiten ellas mismas su envío postal y lo mandan a una persona. La persona jurídica 
habilitada es aquella que, previo permiso del regulador, procese, transporte o distribuya sus propios 
envíos postales con destino a un tercero ajeno a ella. En realidad, le estamos diciendo que tiene que 
garantizar el secreto y la inviolabilidad de su propio envío postal, pero ¿si no quiere hacerlo? ¿Si 
simplemente dobla la carta, le pone un gancho y la manda? 


SEÑOR GONZÁLEZ.- Si bien en este caso el remitente es único y es la empresa, los destinatarios 
también tienen derecho a que su correspondencia sea inviolable. Por ejemplo, un estado de cuenta de 
un Banco o una factura, tiene que llegar cerrada, porque si no cualquier otra persona puede acceder a 
la información. De esta manera se asegura la inviolabilidad para el destinatario del envío. Si el estado 
de cuenta de un banco o una factura se envía en un sobre transparente, la información es accesible a 
todo el mundo 


SEÑOR BORDABERRY.- El tema relativo al estado de cuenta de un banco está previsto en la Ley N* 
15.322 dentro del secreto bancario; eso es otra obligación. Pero si un comerciante va a hacer un 
mailing con un nuevo producto que sacará al mercado, como por ejemplo televisores, ¿por qué tiene 
que ser secreto? ¿Quién lo dice? ¿Por qué motivo debe guardar ese secreto si manda el envío postal 
haciendo una promoción? No entiendo dónde está establecida esa obligación. 


SEÑOR GARÍN.- Si se va a realizar un mailing, ya no es una comunicación personal, porque el 
mensaje para todos coincide y no se está enviando una información exclusiva a alguien, sino que se la 
manda en general. Los innominados que se dejan en nuestros domicilios se pueden entregar de esa 
manera porque son idénticos para todos; no es una información personal y actual. Lo que se busca con 
esta norma es garantizar los derechos de los usuarios. Hoy en día la empresa es la que toma la 
decisión y realiza el envío de la manera que quiere; nosotros queremos garantizar el derecho de la 
parte más débil que, en cierta forma, es el destinatario. La empresa que quiera hacer marketing directo 
con un innominado de determinada publicidad podrá hacerlo por las vías que desee, pero cuando 
envíe un mensaje que es exclusivo para una persona y diferente de lo que le manda al resto, tiene que 
hacerlo en sobre cerrado. Tal es el caso de las personas jurídicas habilitadas como UTE, OSE, Antel o 
cualquier empresa que envíe información personal. 


SEÑOR BORDABERRY.- Si le envío un mailing de una promoción a cada uno de ustedes con el 
nombre de la persona, ¿no es un envío postal? 


SEÑOR GARÍN.- Si tiene remitente y destinatario y va cerrado, es una carta; de lo contrario, no lo es. 
Los innominados de los supermercados, de las grandes superficies, no son envíos postales, porque no 
tienen remitente y destinatario ni están cerrados. 


SEÑOR BORDABERRY.- Me parece importante que esto conste en la versión taquigráfica, porque el 
día de mañana alguien puede querer interpretar la norma, por más que cuando la letra de la ley es 


clara, no se debe ocurrir a su espíritu ni a la historia fidedigna de su sanción, según dice el Título 
Preliminar del Código Civil. 


Ahora bien, me gustaría saber si esto es acumulativo, es decir, si se hace un mailing y se 
especifican los nombres del destinatario y de quien lo manda pero no se cierra y es una promoción, 
¿no hay que ir al prestador registrado? ¿Se puede ir a cualquier otro? 


SEÑOR GARÍN.- En ese caso pasaría a la categoría de impreso. Cuando estábamos hablando de 
garantizar el secreto y la inviolabilidad, estábamos haciendo referencia a las cartas. Por eso 
hablábamos de correspondencia. 


Si el mensaje tiene remitente y destinatario y es un impreso con mensaje igual, sigue siendo 
una actividad postal. El impreso por sí solo no es correspondencia, pero si tiene remitente y 
destinatario, ya es un envío postal. 


SEÑOR ABREU..- Este artículo dice que las personas jurídicas habilitadas están obligadas a garantizar, 
pero ¿cómo garantizan? La garantía, desde el punto de vista del Derecho, es una forma de respaldar 
determinada obligación. No es precisamente el alcance que tiene esta palabra; garantizar es tratar de 
ayudar o asegurar. Ahora bien, el secreto y la inviolabilidad de la correspondencia es una disposición 
constitucional, de manera que decir que se garantiza o no es absolutamente inocuo. ¿Cuál es la 
manera en que se va a garantizar? Incluso, desde el punto de vista del Derecho no correspondería 
aplicar acá la palabra “garantizar”, pero aparte de eso, ¿cuál es la forma? Lo que se tiene que saber, 
simplemente, es que hay una disposición constitucional -que la tienen que conocer- que lo que dice es 
que la correspondencia no debe ser violada. Por eso, yo sacaría todo esto porque, en realidad, es 
como decir: “Lea la Constitución”. Por cierto, en algunos casos no es malo, pero ese es otro tema. 


SEÑOR BORDABERRY.- Lo que no encuentro, señor Presidente, es la definición de correspondencia. 


SEÑOR MARTÍNEZ.- Precisamente iba a hacer el mismo planteo que el señor Senador, porque no 
figura la definición de correspondencia. 


SEÑOR BORDABERRY.- Está la de objetos postales, la de encomiendas y la de carga. Por eso, hay 
que establecer que no está incluido y, además, definirlo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- De acuerdo, señor Senador. 


SEÑOR JUBÍN.- Es cierto que no está expresamente establecido aquí el término “correspondencia”, 
pero el concepto deviene de las definiciones establecidas en las actas de la Unión Postal Universal, 
que en el artículo 4% dice que para todos los efectos se adoptarán las definiciones. Pero sin perjuicio 
de eso, para consensuarlo, vamos a agregarlo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el artículo 44, en el entendido 
de que se nos remitirá un texto sustitutivo que incluya la definición de correspondencia. 


(Se vota:) 
-5 en 5. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


SEÑOR ABREU.- Si me permite, señor Presidente, en el inciso E del artículo 44 estamos hablando de 
verter mensualmente a la Ursec el producido por la tasa de financiamiento. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El inciso E había sido desglosado. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el inciso E. 


(Se vota:) 
-3 en 5. Afirmativa. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el artículo 45. 
(Se vota:) 
-3 en 5. Afirmativa. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el artículo 46. 
(Se vota:) 
-5 en 5. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
Hemos culminado esta tarea. Continuamos el próximo miércoles, a las 16:00 horas. 


SEÑOR MARTÍNEZ.- El próximo miércoles -porque queremos introducir esta ley antes del tratamiento 
de la Rendición de Cuentas- vamos a estar votando también la ley relativa a la Unasev en la Comisión 
de Transporte y Obras Públicas. Justamente, hoy hicimos una tarea parecida a la que acabamos de 
realizar aquí. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿A qué hora se reúnen, señor Senador? 


SEÑOR MARTÍNEZ.- A las 14:30, señor Presidente. Pero además de eso, vamos a recibir a una 
Comisión para comenzar a discutir el proyecto de ley relativo al puerto de aguas profundas, que es 
muy importante. Como fue una iniciativa muy conversada, debe quedar claro que se va a discutir. 


Por lo tanto, agradecería que esta Comisión comenzara a sesionar a las 17:00 horas. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Si los señores Senadores no tienen inconveniente, así se hará. 
(Apoyados) 

-Nos reunimos, entonces, el próximo miércoles a las 17:00 horas. 


SEÑOR BORDABERRY.- Agradeceríamos que nos envíen el material, por lo menos, con veinticuatro 
horas de anticipación. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos su presencia a la delegación y les adelantamos que 
oportunamente les entregaremos el material relativo a los operadores privados que estuvieron 
presentes en la Comisión. 


No habiendo más asuntos, se levanta la sesión. 


(Así se hace. Es la hora 21 y 58 minutos) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


